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PRÓLOGO 
 

Las cooperativas de ahorro y crédito ocupan un lugar deci-
sivo en la vida económica y social de sus territorios. Ade-
más de movilizar ahorro y facilitar crédito, construyen 
relaciones de confianza, sostienen iniciativas productivas 
y acercan servicios financieros a poblaciones que no siem-
pre encuentran respuestas adecuadas en otros intermedia-
rios. Esta obra reconoce esa contribución y examina las 
capacidades que permiten preservarla en escenarios de 
mayor competencia, regulación, incertidumbre y cambio 
tecnológico. 

El libro articula siete dimensiones que con frecuencia se 
estudian por separado: gobierno cooperativo, reputación, 
liderazgo, eficiencia productiva, intermediación financiera, 
comportamiento de los socios y transformación digital. Su 
integración permite comprender que la sostenibilidad no 
depende exclusivamente de la rentabilidad. También exige 
participación democrática efectiva, dirección profesional, 
control de riesgos, uso responsable de datos, educación fi-
nanciera y coherencia entre los valores declarados y las 
prácticas cotidianas. 

El lector encontrará una exposición académica orientada 
a la acción. Cada subtema avanza desde sus fundamentos 
hacia mecanismos, indicadores, riesgos y recomendacio-
nes aplicables, con especial atención al marco ecuato-
riano. La obra no propone fórmulas universales: ofrece 
criterios para que consejos, gerencias, equipos técnicos, 
investigadores y estudiantes formulen mejores preguntas 
y adopten decisiones proporcionales a la realidad de cada 
cooperativa. Ese equilibrio entre identidad, desempeño e 
innovación constituye su aporte central. 
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INTRODUCCIÓN 
 

La gestión estratégica de una cooperativa de ahorro y crédito co-
mienza con una particularidad esencial: sus usuarios son, al mismo tiempo, 
propietarios y beneficiarios de la organización. Esta doble condición modi-
fica la lógica de gobierno, la distribución del valor y la forma de evaluar los 
resultados. Una entidad puede presentar indicadores financieros favorables 
y, sin embargo, debilitar su naturaleza cooperativa si reduce la participación, 
excluye territorios o desconoce las necesidades de sus socios. 

El entorno financiero contemporáneo exige respuestas más rápidas 
y técnicamente fundamentadas. La volatilidad económica, los cambios re-
gulatorios, la competencia digital, los riesgos cibernéticos y las nuevas ex-
pectativas de servicio presionan a las cooperativas para modernizarse. El 
desafío consiste en hacerlo sin trasladar mecánicamente modelos banca-
rios que pueden ignorar la propiedad democrática, la solidaridad, el vínculo 
comunitario y el propósito de inclusión característicos del sector. 

La gobernanza constituye el primer eje de la obra porque determina 
cómo se distribuyen la autoridad, la información y la responsabilidad. Una 
estructura formal solo produce valor cuando los órganos directivos com-
prenden sus funciones, deliberan con evidencia, gestionan conflictos de in-
terés y rinden cuentas. La participación de los socios debe superar el acto 
electoral y convertirse en un proceso continuo de información, consulta, 
aprendizaje y control democrático. 

La reputación es tratada como un activo relacional construido me-
diante conductas observables. No basta comunicar responsabilidad social 
o solidez institucional; es necesario demostrar coherencia en el trato al 
socio, la transparencia de los productos, la respuesta a reclamos, la protec-
ción de datos y el impacto comunitario. La confianza acumulada facilita la 
permanencia, pero puede deteriorarse con rapidez cuando existe distancia 
entre las promesas y la experiencia cotidiana. 

El liderazgo estratégico conecta el propósito con la ejecución. Los 
consejos y la gerencia deben interpretar el entorno, priorizar recursos, de-
sarrollar talento y sostener una cultura capaz de aprender. La calidad de 
estas decisiones influye en la rentabilidad, la eficiencia y la exposición al 
riesgo. Por ello, la obra vincula las competencias directivas con sistemas 
de seguimiento que permiten corregir desviaciones antes de que se con-
viertan en problemas estructurales. 

La eficiencia productiva se analiza sin reducirla a disminución de 
costos. En una organización cooperativa, ser eficiente significa transformar 
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recursos en servicios oportunos, seguros y accesibles, preservando la cali-
dad y el valor social. Las comparaciones entre entidades deben considerar 
escala, territorio, perfil de socios, canales de atención y complejidad opera-
tiva; de otro modo, pueden premiar estrategias que excluyen a los segmen-
tos más costosos de atender. 

La intermediación financiera exige equilibrar captaciones y coloca-
ciones bajo restricciones de liquidez, solvencia y riesgo. Los modelos cuan-
titativos ayudan a explorar escenarios y asignar recursos, pero no sustituyen 
el criterio institucional. Sus resultados dependen de supuestos, datos y lí-
mites que deben ser comprendidos por quienes deciden. La utilidad del mo-
delo aumenta cuando integra señales tempranas, pruebas de estrés y 
objetivos sociales además del margen financiero. 

Las finanzas conductuales incorporan una mirada centrada en las 
personas. El endeudamiento, el consumo y el ahorro no responden única-
mente a cálculos racionales; también intervienen emociones, sesgos, pre-
sión social, hábitos y restricciones económicas. Comprender estos factores 
permite diseñar educación financiera, productos y alertas más responsa-
bles, evitando estigmatizar al socio o aprovechar vulnerabilidades que po-
drían aumentar el riesgo de sobreendeudamiento. 

La transformación digital y la inteligencia artificial ofrecen oportu-
nidades para automatizar tareas, personalizar servicios, detectar fraude y 
ampliar la inclusión. Al mismo tiempo, introducen problemas de privacidad, 
explicabilidad, sesgo y dependencia de proveedores. La innovación respon-
sable requiere gobernanza de datos, supervisión humana, seguridad desde 
el diseño y alternativas accesibles para quienes poseen menor conectividad 
o alfabetización digital. 

La rotación de personal y su relación con el clima organizacional, 
permiten evidenciar la influencia del liderazgo, la comunicación, el recono-
cimiento, la satisfacción laboral, el bienestar y las oportunidades de desa-
rrollo en la permanencia del talento humano. También se examinan sus 
efectos sobre la cohesión de los equipos, la cultura institucional y la estabi-
lidad operativa, resaltando que una gestión adecuada del talento constituye 
un componente esencial para la sostenibilidad de las cooperativas de ahorro 
y crédito. 

Los ocho capítulos siguen una ruta común: fundamentos, aplicación, 
medición, riesgos y mejora. Este enfoque permite utilizar el libro como texto 
académico, guía de discusión o referencia para planes institucionales. Su 
propósito es contribuir a cooperativas financieramente sólidas, democráti-
camente gobernadas y tecnológicamente responsables, capaces de producir 
valor económico y social sostenible para sus socios y comunidades.
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1.1. Fundamentos y mecanismos del gobierno cooperativo 

1.1.1. Naturaleza y principios del gobierno en las cooperativas de 
ahorro y crédito 

Desde una perspectiva estratégica, naturaleza y principios del go-
bierno en las cooperativas de ahorro y crédito constituye una dimensión de 
la identidad cooperativa, la dirección democrática y la solidez financiera. 
Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protec-
ción del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones 
coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las ne-
cesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y organi-
zacional (Alianza Cooperativa Internacional [ACI], 1995). 

El funcionamiento de naturaleza y principios del gobierno en las 
cooperativas de ahorro y crédito depende de la coordinación entre asam-
blea, consejos, gerencia, auditoría y socios. Cada participante aporta infor-
mación, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Cornforth, 2004). 

La aplicación de naturaleza y principios del gobierno en las coopera-
tivas de ahorro y crédito debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de 
riesgo de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y 
Financiero y las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madu-
rez se alcanza al convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, 
rutinas verificables y capacidades institucionales (Novković et al., 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse participación, morosidad, cobertura, rentabilidad, liquidez y sol-
vencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables 
y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2024). 

El principal desafío asociado con naturaleza y principios del go-
bierno en las cooperativas de ahorro y crédito es la captura de decisiones, 
los conflictos de interés y una supervisión insuficiente. Puede materializarse 
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mediante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer naturaleza y principios del gobierno en las coopera-
tivas de ahorro y crédito, la cooperativa debe establecer una línea base, ob-
jetivos medibles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos 
confiables, responsables definidos, participación y reportes a los órganos 
de gobierno. Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de am-
pliarse, considerando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con 
menor acceso (Novković et al., 2023). 

 

1.1.2. Estructura y funcionamiento de los órganos de dirección 

En el contexto ecuatoriano, estructura y funcionamiento de los ór-
ganos de dirección constituye una dimensión de la identidad cooperativa, 
la dirección democrática y la solidez financiera. Orienta la asignación de res-
ponsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su 
valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (Alianza Cooperativa 
Internacional [ACI], 1995). 

El funcionamiento de estructura y funcionamiento de los órganos 
de dirección depende de la coordinación entre asamblea, consejos, geren-
cia, auditoría y socios. Cada participante aporta información, autoridad o 
capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una arqui-
tectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así re-
duce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad 
conjunta (Cornforth, 2004). 

La aplicación de estructura y funcionamiento de los órganos de di-
rección debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
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bles y capacidades institucionales (Novković et al., 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse participación, morosidad, cobertura, rentabilidad, liquidez y sol-
vencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables 
y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2024). 

El principal desafío asociado con estructura y funcionamiento de los 
órganos de dirección es la captura de decisiones, los conflictos de interés y 
una supervisión insuficiente. Puede materializarse mediante incentivos con-
tradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta con-
siste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer estructura y funcionamiento de los órganos de di-
rección, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles 
y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(SEPS, 2024). 

 

1.1.3. Participación democrática de los socios en la toma de 
decisiones 

Para la gestión institucional, participación democrática de los so-
cios en la toma de decisiones constituye una dimensión de la identidad coo-
perativa, la dirección democrática y la solidez financiera. Orienta la 
asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del in-
terés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coheren-
tes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades 
de los socios, mediante una lectura económica, social y organizacional 
(Alianza Cooperativa Internacional [ACI], 1995). 

El funcionamiento de participación democrática de los socios en la 
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toma de decisiones depende de la coordinación entre asamblea, consejos, 
gerencia, auditoría y socios. Cada participante aporta información, autoridad 
o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una arqui-
tectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así re-
duce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad 
conjunta (Cornforth, 2004). 

La aplicación de participación democrática de los socios en la toma 
de decisiones debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la 
entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y 
las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza 
al convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifi-
cables y capacidades institucionales (Novković et al., 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse participación, morosidad, cobertura, rentabilidad, liquidez y sol-
vencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables 
y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2024). 

El principal desafío asociado con participación democrática de los 
socios en la toma de decisiones es la captura de decisiones, los conflictos 
de interés y una supervisión insuficiente. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer participación democrática de los socios en la toma 
de decisiones, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos me-
dibles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confia-
bles, responsables definidos, participación y reportes a los órganos de 
gobierno. Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, 
considerando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor 
acceso (Alianza Cooperativa Internacional [ACI], 1995). 
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1.1.4. Supervisión, control interno y rendición de cuentas 

La evidencia especializada permite sostener que supervisión, con-
trol interno y rendición de cuentas constituye una dimensión de la identidad 
cooperativa, la dirección democrática y la solidez financiera. Orienta la asig-
nación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés 
colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con 
la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los 
socios, mediante una lectura económica, social y organizacional (Alianza 
Cooperativa Internacional [ACI], 1995). 

El funcionamiento de supervisión, control interno y rendición de 
cuentas depende de la coordinación entre asamblea, consejos, gerencia, au-
ditoría y socios. Cada participante aporta información, autoridad o capaci-
dad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una arquitectura 
adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así reduce su-
perposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad conjunta 
(Cornforth, 2004). 

La aplicación de supervisión, control interno y rendición de cuentas 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (Novković et al., 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse participación, morosidad, cobertura, rentabilidad, liquidez y sol-
vencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables 
y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2024). 

El principal desafío asociado con supervisión, control interno y ren-
dición de cuentas es la captura de decisiones, los conflictos de interés y una 
supervisión insuficiente. Puede materializarse mediante incentivos contra-
dictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste 
en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos 
y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el 
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juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer supervisión, control interno y rendición de cuentas, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada interven-
ción debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos 
sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Cornforth, 2004). 

 

1.1.5. Profesionalización y competencias de los órganos directivos 

En términos operativos, profesionalización y competencias de los 
órganos directivos constituye una dimensión de la identidad cooperativa, la 
dirección democrática y la solidez financiera. Orienta la asignación de res-
ponsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su 
valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (Alianza Cooperativa 
Internacional [ACI], 1995). 

El funcionamiento de profesionalización y competencias de los ór-
ganos directivos depende de la coordinación entre asamblea, consejos, ge-
rencia, auditoría y socios. Cada participante aporta información, autoridad 
o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una arqui-
tectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así re-
duce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad 
conjunta (Cornforth, 2004). 

La aplicación de profesionalización y competencias de los órganos 
directivos debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la enti-
dad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las 
disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (Novković et al., 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse participación, morosidad, cobertura, rentabilidad, liquidez y sol-
vencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
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indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables 
y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2024). 

El principal desafío asociado con profesionalización y competen-
cias de los órganos directivos es la captura de decisiones, los conflictos de 
interés y una supervisión insuficiente. Puede materializarse mediante incen-
tivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer profesionalización y competencias de los órganos 
directivos, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles 
y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Novković et al., 2023). 

 

1.2. Gobierno cooperativo, desempeño y sostenibilidad 
institucional 

1.2.1. Gobernanza y rentabilidad financiera 

En una cooperativa de ahorro y crédito, gobernanza y rentabilidad 
financiera constituye una dimensión de la identidad cooperativa, la dirección 
democrática y la solidez financiera. Orienta la asignación de responsabili-
dades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su valor apa-
rece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (Alianza Cooperativa 
Internacional [ACI], 1995). 

El funcionamiento de gobernanza y rentabilidad financiera depende 
de la coordinación entre asamblea, consejos, gerencia, auditoría y socios. 
Cada participante aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, 
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pero requiere límites y canales claros. Una arquitectura adecuada define 
quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, me-
jora la trazabilidad y preserva la responsabilidad conjunta (Cornforth, 2004). 

La aplicación de gobernanza y rentabilidad financiera debe adap-
tarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, la 
LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de la 
SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (Novković et al., 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse participación, morosidad, cobertura, rentabilidad, liquidez y sol-
vencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables 
y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2024). 

El principal desafío asociado con gobernanza y rentabilidad finan-
ciera es la captura de decisiones, los conflictos de interés y una supervisión 
insuficiente. Puede materializarse mediante incentivos contradictorios, in-
formación incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste en reco-
nocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos y 
aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el jui-
cio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer gobernanza y rentabilidad financiera, la cooperativa 
debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras graduales. 
Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables definidos, 
participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada intervención debe 
probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos sobre 
socios vulnerables y territorios con menor acceso (SEPS, 2024). 

 

1.2.2. Gobierno cooperativo y eficiencia operativa 

Desde una perspectiva estratégica, gobierno cooperativo y eficien-
cia operativa constituye una dimensión de la identidad cooperativa, la direc-
ción democrática y la solidez financiera. Orienta la asignación de 
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responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. 
Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la iden-
tidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, 
mediante una lectura económica, social y organizacional (Alianza Coopera-
tiva Internacional [ACI], 1995). 

El funcionamiento de gobierno cooperativo y eficiencia operativa de-
pende de la coordinación entre asamblea, consejos, gerencia, auditoría y so-
cios. Cada participante aporta información, autoridad o capacidad de 
ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una arquitectura adecuada 
define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, 
mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad conjunta (Cornforth, 2004). 

La aplicación de gobierno cooperativo y eficiencia operativa debe 
adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, 
la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de 
la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (Novković et al., 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse participación, morosidad, cobertura, rentabilidad, liquidez y sol-
vencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables 
y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2024). 

El principal desafío asociado con gobierno cooperativo y eficiencia 
operativa es la captura de decisiones, los conflictos de interés y una super-
visión insuficiente. Puede materializarse mediante incentivos contradicto-
rios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste en 
reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos 
y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el 
juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer gobierno cooperativo y eficiencia operativa, la coo-
perativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras gra-
duales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
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vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Alianza 
Cooperativa Internacional [ACI], 1995). 

 

1.2.3. Gobernanza, gestión del riesgo y calidad de la cartera 

En el contexto ecuatoriano, gobernanza, gestión del riesgo y calidad 
de la cartera constituye una dimensión de la identidad cooperativa, la direc-
ción democrática y la solidez financiera. Orienta la asignación de responsa-
bilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su valor 
aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad coo-
perativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, mediante 
una lectura económica, social y organizacional (Alianza Cooperativa Inter-
nacional [ACI], 1995). 

El funcionamiento de gobernanza, gestión del riesgo y calidad de la 
cartera depende de la coordinación entre asamblea, consejos, gerencia, au-
ditoría y socios. Cada participante aporta información, autoridad o capaci-
dad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una arquitectura 
adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así reduce su-
perposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad conjunta 
(Cornforth, 2004). 

La aplicación de gobernanza, gestión del riesgo y calidad de la car-
tera debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En 
Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dispo-
siciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al con-
vertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables 
y capacidades institucionales (Novković et al., 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse participación, morosidad, cobertura, rentabilidad, liquidez y sol-
vencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables 
y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2024). 

El principal desafío asociado con gobernanza, gestión del riesgo y 
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calidad de la cartera es la captura de decisiones, los conflictos de interés y 
una supervisión insuficiente. Puede materializarse mediante incentivos con-
tradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta con-
siste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer gobernanza, gestión del riesgo y calidad de la car-
tera, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Cornforth, 2004). 

 

1.2.4. Liquidez, solvencia y resiliencia organizacional 

Para la gestión institucional, liquidez, solvencia y resiliencia organi-
zacional constituye una dimensión de la identidad cooperativa, la dirección 
democrática y la solidez financiera. Orienta la asignación de responsabili-
dades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su valor apa-
rece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (Alianza Cooperativa 
Internacional [ACI], 1995). 

El funcionamiento de liquidez, solvencia y resiliencia organizacional 
depende de la coordinación entre asamblea, consejos, gerencia, auditoría y so-
cios. Cada participante aporta información, autoridad o capacidad de ejecu-
ción, pero requiere límites y canales claros. Una arquitectura adecuada define 
quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora 
la trazabilidad y preserva la responsabilidad conjunta (Cornforth, 2004). 

La aplicación de liquidez, solvencia y resiliencia organizacional debe 
adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, 
la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de 
la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
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institucionales (Novković et al., 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse participación, morosidad, cobertura, rentabilidad, liquidez y sol-
vencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables 
y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2024). 

El principal desafío asociado con liquidez, solvencia y resiliencia 
organizacional es la captura de decisiones, los conflictos de interés y una 
supervisión insuficiente. Puede materializarse mediante incentivos con-
tradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta 
consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documen-
tar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la forma-
lidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en 
discrecionalidad. 

Para fortalecer liquidez, solvencia y resiliencia organizacional, la 
cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Novković 
et al., 2023). 

 

1.2.5. Equilibrio entre viabilidad económica, impacto social e inclusión 
financiera 

La evidencia especializada permite sostener que equilibrio entre via-
bilidad económica, impacto social e inclusión financiera constituye una di-
mensión de la identidad cooperativa, la dirección democrática y la solidez 
financiera. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y 
la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Alianza Cooperativa Internacional [ACI], 1995). 
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El funcionamiento de equilibrio entre viabilidad económica, impacto 
social e inclusión financiera depende de la coordinación entre asamblea, 
consejos, gerencia, auditoría y socios. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y con-
trola; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (Cornforth, 2004). 

La aplicación de equilibrio entre viabilidad económica, impacto so-
cial e inclusión financiera debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de 
riesgo de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y 
Financiero y las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madu-
rez se alcanza al convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, 
rutinas verificables y capacidades institucionales (Novković et al., 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse participación, morosidad, cobertura, rentabilidad, liquidez y sol-
vencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables 
y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2024). 

El principal desafío asociado con equilibrio entre viabilidad econó-
mica, impacto social e inclusión financiera es la captura de decisiones, los 
conflictos de interés y una supervisión insuficiente. Puede materializarse 
mediante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer equilibrio entre viabilidad económica, impacto social 
e inclusión financiera, la cooperativa debe establecer una línea base, obje-
tivos medibles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos 
confiables, responsables definidos, participación y reportes a los órganos 
de gobierno. Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de am-
pliarse, considerando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con 
menor acceso (SEPS, 2024).



´



2.1. Construcción del capital reputacional desde la gober-
nanza cooperativa 

2.1.1. Concepto y valor estratégico de la reputación institucional 

En términos operativos, concepto y valor estratégico de la reputa-
ción institucional constituye una dimensión de la confianza, la legitimidad y 
el valor reputacional de la conducta institucional. Orienta la asignación de 
responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. 
Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la iden-
tidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, 
mediante una lectura económica, social y organizacional (ACI, 1995). 

El funcionamiento de concepto y valor estratégico de la reputación 
institucional depende de la coordinación entre socios, directivos, colabora-
dores, comunidades, reguladores y aliados. Cada participante aporta infor-
mación, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Freeman, 1984). 

La aplicación de concepto y valor estratégico de la reputación ins-
titucional debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (OECD, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse confianza, satisfacción, reclamos, transparencia, impacto social 
y permanencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. 
Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (Global 
Reporting Initiative [GRI], 2021). 

El principal desafío asociado con concepto y valor estratégico de la 
reputación institucional es la incoherencia entre el discurso institucional, 
las decisiones y la experiencia del socio. Puede materializarse mediante in-
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centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, do-
cumentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer concepto y valor estratégico de la reputación institu-
cional, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(ACI, 1995). 

 

2.1.2. Transparencia informativa y credibilidad organizacional 

En una cooperativa de ahorro y crédito, transparencia informativa y 
credibilidad organizacional constituye una dimensión de la confianza, la le-
gitimidad y el valor reputacional de la conducta institucional. Orienta la asig-
nación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés 
colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con 
la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los 
socios, mediante una lectura económica, social y organizacional (ACI, 1995). 

El funcionamiento de transparencia informativa y credibilidad orga-
nizacional depende de la coordinación entre socios, directivos, colaborado-
res, comunidades, reguladores y aliados. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (Freeman, 1984). 

La aplicación de transparencia informativa y credibilidad organiza-
cional debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (OECD, 2023). 
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Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse confianza, satisfacción, reclamos, transparencia, impacto social 
y permanencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. 
Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (Global 
Reporting Initiative [GRI], 2021). 

El principal desafío asociado con transparencia informativa y cre-
dibilidad organizacional es la incoherencia entre el discurso institucional, 
las decisiones y la experiencia del socio. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer transparencia informativa y credibilidad organiza-
cional, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Freeman, 1984). 

 

2.1.3. Rendición de cuentas y confianza de los socios 

Desde una perspectiva estratégica, rendición de cuentas y con-
fianza de los socios constituye una dimensión de la confianza, la legitimidad 
y el valor reputacional de la conducta institucional. Orienta la asignación de 
responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. 
Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la iden-
tidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, 
mediante una lectura económica, social y organizacional (ACI, 1995). 

El funcionamiento de rendición de cuentas y confianza de los socios 
depende de la coordinación entre socios, directivos, colaboradores, comu-
nidades, reguladores y aliados. Cada participante aporta información, auto-
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ridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una 
arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; 
así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsa-
bilidad conjunta (Freeman, 1984). 

La aplicación de rendición de cuentas y confianza de los socios 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (OECD, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse confianza, satisfacción, reclamos, transparencia, impacto social 
y permanencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. 
Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (Global 
Reporting Initiative [GRI], 2021). 

El principal desafío asociado con rendición de cuentas y confianza 
de los socios es la incoherencia entre el discurso institucional, las decisiones 
y la experiencia del socio. Puede materializarse mediante incentivos contra-
dictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste 
en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos 
y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el 
juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer rendición de cuentas y confianza de los socios, la 
cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada interven-
ción debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos 
sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (OECD, 2023). 

 

2.1.4. Participación democrática e identidad cooperativa 

En el contexto ecuatoriano, participación democrática e identidad 



33

cooperativa constituye una dimensión de la confianza, la legitimidad y el 
valor reputacional de la conducta institucional. Orienta la asignación de res-
ponsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su 
valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (ACI, 1995). 

El funcionamiento de participación democrática e identidad coo-
perativa depende de la coordinación entre socios, directivos, colaboradores, 
comunidades, reguladores y aliados. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y con-
trola; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (Freeman, 1984). 

La aplicación de participación democrática e identidad cooperativa 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (OECD, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse confianza, satisfacción, reclamos, transparencia, impacto social 
y permanencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. 
Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (Global 
Reporting Initiative [GRI], 2021). 

El principal desafío asociado con participación democrática e iden-
tidad cooperativa es la incoherencia entre el discurso institucional, las de-
cisiones y la experiencia del socio. Puede materializarse mediante 
incentivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La 
respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 
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Para fortalecer participación democrática e identidad cooperativa, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Global Re-
porting Initiative [GRI], 2021). 

 

2.1.5. Supervisión institucional y legitimidad organizacional 

Para la gestión institucional, supervisión institucional y legitimidad 
organizacional constituye una dimensión de la confianza, la legitimidad y el 
valor reputacional de la conducta institucional. Orienta la asignación de res-
ponsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su 
valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (ACI, 1995). 

El funcionamiento de supervisión institucional y legitimidad organi-
zacional depende de la coordinación entre socios, directivos, colaboradores, 
comunidades, reguladores y aliados. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y con-
trola; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (Freeman, 1984). 

La aplicación de supervisión institucional y legitimidad organizacio-
nal debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En 
Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dispo-
siciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al con-
vertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables 
y capacidades institucionales (OECD, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse confianza, satisfacción, reclamos, transparencia, impacto social 
y permanencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. 
Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
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responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (Global 
Reporting Initiative [GRI], 2021). 

El principal desafío asociado con supervisión institucional y legiti-
midad organizacional es la incoherencia entre el discurso institucional, las 
decisiones y la experiencia del socio. Puede materializarse mediante incen-
tivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer supervisión institucional y legitimidad organizacio-
nal, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y me-
joras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, 
responsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(ACI, 1995). 

 

2.2. Reputación, responsabilidad social y sostenibilidad 

2.2.1. Responsabilidad social como fuente de capital reputacional 

La evidencia especializada permite sostener que responsabilidad 
social como fuente de capital reputacional constituye una dimensión de la 
confianza, la legitimidad y el valor reputacional de la conducta institucional. 
Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protec-
ción del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones 
coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las ne-
cesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y organi-
zacional (ACI, 1995). 

El funcionamiento de responsabilidad social como fuente de capital 
reputacional depende de la coordinación entre socios, directivos, colabora-
dores, comunidades, reguladores y aliados. Cada participante aporta infor-
mación, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
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controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Freeman, 1984). 

La aplicación de responsabilidad social como fuente de capital re-
putacional debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la enti-
dad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las 
disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (OECD, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse confianza, satisfacción, reclamos, transparencia, impacto social 
y permanencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. 
Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (Global 
Reporting Initiative [GRI], 2021). 

El principal desafío asociado con responsabilidad social como 
fuente de capital reputacional es la incoherencia entre el discurso institu-
cional, las decisiones y la experiencia del socio. Puede materializarse me-
diante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer responsabilidad social como fuente de capital repu-
tacional, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles 
y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Freeman, 1984). 

2.2.2. Criterios ambientales, sociales y de gobernanza (ESG) 

En términos operativos, criterios ambientales, sociales y de gober-
nanza (esg) constituye una dimensión de la confianza, la legitimidad y el 
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valor reputacional de la conducta institucional. Orienta la asignación de res-
ponsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su 
valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (ACI, 1995). 

El funcionamiento de criterios ambientales, sociales y de gober-
nanza (esg) depende de la coordinación entre socios, directivos, colabora-
dores, comunidades, reguladores y aliados. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (Freeman, 1984). 

La aplicación de criterios ambientales, sociales y de gobernanza 
(esg) debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (OECD, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse confianza, satisfacción, reclamos, transparencia, impacto social 
y permanencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. 
Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (Global 
Reporting Initiative [GRI], 2021). 

El principal desafío asociado con criterios ambientales, sociales y 
de gobernanza (esg) es la incoherencia entre el discurso institucional, las 
decisiones y la experiencia del socio. Puede materializarse mediante incen-
tivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer criterios ambientales, sociales y de gobernanza 
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(esg), la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(OECD, 2023). 

 

2.2.3. Relaciones con socios, comunidades y grupos de interés 

En una cooperativa de ahorro y crédito, relaciones con socios, comu-
nidades y grupos de interés constituye una dimensión de la confianza, la le-
gitimidad y el valor reputacional de la conducta institucional. Orienta la 
asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés 
colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con 
la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los so-
cios, mediante una lectura económica, social y organizacional (ACI, 1995). 

El funcionamiento de relaciones con socios, comunidades y grupos 
de interés depende de la coordinación entre socios, directivos, colaborado-
res, comunidades, reguladores y aliados. Cada participante aporta informa-
ción, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Freeman, 1984). 

La aplicación de relaciones con socios, comunidades y grupos de 
interés debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (OECD, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse confianza, satisfacción, reclamos, transparencia, impacto social 
y permanencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. 
Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (Global 
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Reporting Initiative [GRI], 2021). 

El principal desafío asociado con relaciones con socios, comunida-
des y grupos de interés es la incoherencia entre el discurso institucional, las 
decisiones y la experiencia del socio. Puede materializarse mediante incen-
tivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer relaciones con socios, comunidades y grupos de in-
terés, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Global Reporting Initiative [GRI], 2021). 

 

2.2.4. Reputación, competitividad y diferenciación institucional 

Desde una perspectiva estratégica, reputación, competitividad y di-
ferenciación institucional constituye una dimensión de la confianza, la legiti-
midad y el valor reputacional de la conducta institucional. Orienta la 
asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés 
colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con 
la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los so-
cios, mediante una lectura económica, social y organizacional (ACI, 1995). 

El funcionamiento de reputación, competitividad y diferenciación 
institucional depende de la coordinación entre socios, directivos, colabora-
dores, comunidades, reguladores y aliados. Cada participante aporta infor-
mación, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Freeman, 1984). 

La aplicación de reputación, competitividad y diferenciación institu-



40

cional debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (OECD, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse confianza, satisfacción, reclamos, transparencia, impacto social 
y permanencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. 
Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (Global 
Reporting Initiative [GRI], 2021). 

El principal desafío asociado con reputación, competitividad y dife-
renciación institucional es la incoherencia entre el discurso institucional, las 
decisiones y la experiencia del socio. Puede materializarse mediante incen-
tivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer reputación, competitividad y diferenciación institu-
cional, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(ACI, 1995). 

 

2.2.5. Capital reputacional, resiliencia y permanencia de la cooperativa 

En el contexto ecuatoriano, capital reputacional, resiliencia y perma-
nencia de la cooperativa constituye una dimensión de la confianza, la legiti-
midad y el valor reputacional de la conducta institucional. Orienta la 
asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés 
colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con 
la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los so-
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cios, mediante una lectura económica, social y organizacional (ACI, 1995). 

El funcionamiento de capital reputacional, resiliencia y permanencia 
de la cooperativa depende de la coordinación entre socios, directivos, cola-
boradores, comunidades, reguladores y aliados. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (Freeman, 1984). 

La aplicación de capital reputacional, resiliencia y permanencia de 
la cooperativa debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la 
entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y 
las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza 
al convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifi-
cables y capacidades institucionales (OECD, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse confianza, satisfacción, reclamos, transparencia, impacto social 
y permanencia, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. 
Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (Global 
Reporting Initiative [GRI], 2021). 

El principal desafío asociado con capital reputacional, resiliencia y 
permanencia de la cooperativa es la incoherencia entre el discurso institu-
cional, las decisiones y la experiencia del socio. Puede materializarse me-
diante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer capital reputacional, resiliencia y permanencia de la 
cooperativa, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medi-
bles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, 
responsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Freeman, 1984).
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3.1. Liderazgo estratégico en las organizaciones financieras 

3.1.1. Conceptualización y evolución del liderazgo estratégico 

Para la gestión institucional, conceptualización y evolución del lide-
razgo estratégico constituye una dimensión de la capacidad directiva para 
convertir propósito, información y recursos en resultados sostenibles. 
Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protec-
ción del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones 
coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las ne-
cesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y organi-
zacional (Hambrick & Mason, 1984). 

El funcionamiento de conceptualización y evolución del liderazgo 
estratégico depende de la coordinación entre alta dirección, consejos, man-
dos medios, equipos técnicos y responsables de riesgo. Cada participante 
aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere lími-
tes y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, 
aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabili-
dad y preserva la responsabilidad conjunta (Kaplan & Norton, 1996). 

La aplicación de conceptualización y evolución del liderazgo estra-
tégico debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (Bass & Riggio, 2006). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse cumplimiento estratégico, productividad, calidad de cartera, ren-
tabilidad y aprendizaje, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de 
proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (In-
ternational Organization for Standardization [ISO], 2018). 

El principal desafío asociado con conceptualización y evolución del 
liderazgo estratégico es el personalismo, la visión de corto plazo y la des-
conexión entre estrategia y ejecución. Puede materializarse mediante in-
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centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, do-
cumentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer conceptualización y evolución del liderazgo estraté-
gico, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Bass & Riggio, 2006). 

 

3.1.2. Liderazgo y formulación de la estrategia institucional 

La evidencia especializada permite sostener que liderazgo y formu-
lación de la estrategia institucional constituye una dimensión de la capaci-
dad directiva para convertir propósito, información y recursos en resultados 
sostenibles. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos 
y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Hambrick & Mason, 1984). 

El funcionamiento de liderazgo y formulación de la estrategia ins-
titucional depende de la coordinación entre alta dirección, consejos, mandos 
medios, equipos técnicos y responsables de riesgo. Cada participante 
aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere lími-
tes y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, 
aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabili-
dad y preserva la responsabilidad conjunta (Kaplan & Norton, 1996). 

La aplicación de liderazgo y formulación de la estrategia institucio-
nal debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En 
Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dispo-
siciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al con-
vertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables 
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y capacidades institucionales (Bass & Riggio, 2006). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse cumplimiento estratégico, productividad, calidad de cartera, ren-
tabilidad y aprendizaje, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de 
proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (In-
ternational Organization for Standardization [ISO], 2018). 

El principal desafío asociado con liderazgo y formulación de la es-
trategia institucional es el personalismo, la visión de corto plazo y la desco-
nexión entre estrategia y ejecución. Puede materializarse mediante 
incentivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La 
respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer liderazgo y formulación de la estrategia institucional, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Interna-
tional Organization for Standardization [ISO], 2018). 

 

3.1.3. Competencias directivas para la gestión financiera 

En términos operativos, competencias directivas para la gestión fi-
nanciera constituye una dimensión de la capacidad directiva para convertir 
propósito, información y recursos en resultados sostenibles. Orienta la asig-
nación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés 
colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con 
la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los 
socios, mediante una lectura económica, social y organizacional (Hambrick 
& Mason, 1984). 
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El funcionamiento de competencias directivas para la gestión finan-
ciera depende de la coordinación entre alta dirección, consejos, mandos 
medios, equipos técnicos y responsables de riesgo. Cada participante 
aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere lími-
tes y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, 
aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabili-
dad y preserva la responsabilidad conjunta (Kaplan & Norton, 1996). 

La aplicación de competencias directivas para la gestión financiera 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (Bass & Riggio, 2006). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse cumplimiento estratégico, productividad, calidad de cartera, ren-
tabilidad y aprendizaje, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de 
proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (In-
ternational Organization for Standardization [ISO], 2018). 

El principal desafío asociado con competencias directivas para la 
gestión financiera es el personalismo, la visión de corto plazo y la descone-
xión entre estrategia y ejecución. Puede materializarse mediante incentivos 
contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta 
consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer competencias directivas para la gestión financiera, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Hambrick 
& Mason, 1984). 
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3.1.4. Cultura organizacional y alineación estratégica 

En una cooperativa de ahorro y crédito, cultura organizacional y ali-
neación estratégica constituye una dimensión de la capacidad directiva para 
convertir propósito, información y recursos en resultados sostenibles. 
Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protec-
ción del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones 
coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las ne-
cesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y organi-
zacional (Hambrick & Mason, 1984). 

El funcionamiento de cultura organizacional y alineación estratégica 
depende de la coordinación entre alta dirección, consejos, mandos medios, 
equipos técnicos y responsables de riesgo. Cada participante aporta infor-
mación, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Kaplan & Norton, 1996). 

La aplicación de cultura organizacional y alineación estratégica 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (Bass & Riggio, 2006). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse cumplimiento estratégico, productividad, calidad de cartera, ren-
tabilidad y aprendizaje, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de 
proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (In-
ternational Organization for Standardization [ISO], 2018). 

El principal desafío asociado con cultura organizacional y alineación 
estratégica es el personalismo, la visión de corto plazo y la desconexión entre 
estrategia y ejecución. Puede materializarse mediante incentivos contradic-
torios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste en 
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reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos y 
aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el jui-
cio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer cultura organizacional y alineación estratégica, la 
cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Kaplan & 
Norton, 1996). 

 

3.1.5. Liderazgo, innovación y adaptación al entorno financiero 

Desde una perspectiva estratégica, liderazgo, innovación y adapta-
ción al entorno financiero constituye una dimensión de la capacidad direc-
tiva para convertir propósito, información y recursos en resultados 
sostenibles. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos 
y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Hambrick & Mason, 1984). 

El funcionamiento de liderazgo, innovación y adaptación al entorno 
financiero depende de la coordinación entre alta dirección, consejos, man-
dos medios, equipos técnicos y responsables de riesgo. Cada participante 
aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere lími-
tes y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, 
aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabili-
dad y preserva la responsabilidad conjunta (Kaplan & Norton, 1996). 

La aplicación de liderazgo, innovación y adaptación al entorno fi-
nanciero debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (Bass & Riggio, 2006). 
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Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse cumplimiento estratégico, productividad, calidad de cartera, ren-
tabilidad y aprendizaje, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de 
proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (In-
ternational Organization for Standardization [ISO], 2018). 

El principal desafío asociado con liderazgo, innovación y adaptación 
al entorno financiero es el personalismo, la visión de corto plazo y la desco-
nexión entre estrategia y ejecución. Puede materializarse mediante incenti-
vos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La 
respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer liderazgo, innovación y adaptación al entorno finan-
ciero, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Bass & Riggio, 2006). 

 

3.2. Liderazgo, decisiones y desempeño financiero 

3.2.1. Influencia del liderazgo en la toma de decisiones 

En el contexto ecuatoriano, influencia del liderazgo en la toma de 
decisiones constituye una dimensión de la capacidad directiva para conver-
tir propósito, información y recursos en resultados sostenibles. Orienta la 
asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del in-
terés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coheren-
tes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades 
de los socios, mediante una lectura económica, social y organizacional 
(Hambrick & Mason, 1984). 
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El funcionamiento de liderazgo en la toma de decisiones depende 
de la coordinación entre alta dirección, consejos, mandos medios, equipos 
técnicos y responsables de riesgo. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y con-
trola; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (Kaplan & Norton, 1996). 

La aplicación de liderazgo en la toma de decisiones debe adaptarse 
al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el 
Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de la SEPS pro-
porcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos requerimientos 
en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades instituciona-
les (Bass & Riggio, 2006). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse cumplimiento estratégico, productividad, calidad de cartera, ren-
tabilidad y aprendizaje, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de 
proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (In-
ternational Organization for Standardization [ISO], 2018). 

El principal desafío asociado con liderazgo en la toma de decisiones 
es el personalismo, la visión de corto plazo y la desconexión entre estrategia 
y ejecución. Puede materializarse mediante incentivos contradictorios, in-
formación incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste en reco-
nocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos y 
aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el jui-
cio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer liderazgo en la toma de decisiones, la cooperativa 
debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras graduales. 
Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables definidos, 
participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada intervención debe 
probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos sobre 
socios vulnerables y territorios con menor acceso (International Organiza-
tion for Standardization [ISO], 2018). 
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3.2.2. Liderazgo y eficiencia en la utilización de recursos 

Para la gestión institucional, liderazgo y eficiencia en la utilización 
de recursos constituye una dimensión de la capacidad directiva para con-
vertir propósito, información y recursos en resultados sostenibles. Orienta 
la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del 
interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones cohe-
rentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesida-
des de los socios, mediante una lectura económica, social y organizacional 
(Hambrick & Mason, 1984). 

El funcionamiento de liderazgo y eficiencia en la utilización de re-
cursos depende de la coordinación entre alta dirección, consejos, mandos 
medios, equipos técnicos y responsables de riesgo. Cada participante 
aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere lími-
tes y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, 
aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabili-
dad y preserva la responsabilidad conjunta (Kaplan & Norton, 1996). 

La aplicación de liderazgo y eficiencia en la utilización de recursos 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (Bass & Riggio, 2006). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse cumplimiento estratégico, productividad, calidad de cartera, ren-
tabilidad y aprendizaje, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de 
proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (In-
ternational Organization for Standardization [ISO], 2018). 

El principal desafío asociado con liderazgo y eficiencia en la utiliza-
ción de recursos es el personalismo, la visión de corto plazo y la desconexión 
entre estrategia y ejecución. Puede materializarse mediante incentivos con-
tradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta con-
siste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 
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Para fortalecer liderazgo y eficiencia en la utilización de recursos, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Hambrick 
& Mason, 1984). 

 

3.2.3. Dirección estratégica y generación de rentabilidad 

La evidencia especializada permite sostener que dirección estraté-
gica y generación de rentabilidad constituye una dimensión de la capacidad 
directiva para convertir propósito, información y recursos en resultados sos-
tenibles. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y 
la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Hambrick & Mason, 1984). 

El funcionamiento de dirección estratégica y generación de renta-
bilidad depende de la coordinación entre alta dirección, consejos, mandos 
medios, equipos técnicos y responsables de riesgo. Cada participante 
aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere lími-
tes y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, 
aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabili-
dad y preserva la responsabilidad conjunta (Kaplan & Norton, 1996). 

La aplicación de dirección estratégica y generación de rentabilidad 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (Bass & Riggio, 2006). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse cumplimiento estratégico, productividad, calidad de cartera, ren-
tabilidad y aprendizaje, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de 
proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (In-
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ternational Organization for Standardization [ISO], 2018). 

El principal desafío asociado con dirección estratégica y generación 
de rentabilidad es el personalismo, la visión de corto plazo y la desconexión 
entre estrategia y ejecución. Puede materializarse mediante incentivos con-
tradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta con-
siste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer dirección estratégica y generación de rentabilidad, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Kaplan & 
Norton, 1996). 

 

3.2.4. Gestión del riesgo desde la alta dirección 

En términos operativos, gestión del riesgo desde la alta dirección 
constituye una dimensión de la capacidad directiva para convertir propósito, 
información y recursos en resultados sostenibles. Orienta la asignación de 
responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. 
Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la iden-
tidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, 
mediante una lectura económica, social y organizacional (Hambrick & 
Mason, 1984). 

El funcionamiento de gestión del riesgo desde la alta dirección de-
pende de la coordinación entre alta dirección, consejos, mandos medios, 
equipos técnicos y responsables de riesgo. Cada participante aporta infor-
mación, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Kaplan & Norton, 1996). 

La aplicación de gestión del riesgo desde la alta dirección debe 
adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, 
la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de 
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la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (Bass & Riggio, 2006). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse cumplimiento estratégico, productividad, calidad de cartera, ren-
tabilidad y aprendizaje, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de 
proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (In-
ternational Organization for Standardization [ISO], 2018). 

El principal desafío asociado con gestión del riesgo desde la alta 
dirección es el personalismo, la visión de corto plazo y la desconexión entre 
estrategia y ejecución. Puede materializarse mediante incentivos contradic-
torios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste 
en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supues-
tos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya 
el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer gestión del riesgo desde la alta dirección, la coo-
perativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras gra-
duales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Bass & 
Riggio, 2006). 

 

3.2.5. Liderazgo sostenible y desempeño institucional de largo plazo 

En una cooperativa de ahorro y crédito, liderazgo sostenible y de-
sempeño institucional de largo plazo constituye una dimensión de la capa-
cidad directiva para convertir propósito, información y recursos en 
resultados sostenibles. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso 
de recursos y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando 
se traduce en decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regu-
lación financiera y las necesidades de los socios, mediante una lectura eco-
nómica, social y organizacional (Hambrick & Mason, 1984). 

El funcionamiento de liderazgo sostenible y desempeño institucio-
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nal de largo plazo depende de la coordinación entre alta dirección, consejos, 
mandos medios, equipos técnicos y responsables de riesgo. Cada partici-
pante aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere 
límites y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, 
aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabili-
dad y preserva la responsabilidad conjunta (Kaplan & Norton, 1996). 

La aplicación de liderazgo sostenible y desempeño institucional de 
largo plazo debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la enti-
dad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las 
disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (Bass & Riggio, 2006). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse cumplimiento estratégico, productividad, calidad de cartera, ren-
tabilidad y aprendizaje, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de 
proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (In-
ternational Organization for Standardization [ISO], 2018). 

El principal desafío asociado con liderazgo sostenible y desempeño 
institucional de largo plazo es el personalismo, la visión de corto plazo y la 
desconexión entre estrategia y ejecución. Puede materializarse mediante 
incentivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La 
respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer liderazgo sostenible y desempeño institucional de 
largo plazo, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medi-
bles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, 
responsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(International Organization for Standardization [ISO], 2018). 
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4.1. Fundamentos de la eficiencia en la gestión cooperativa 

4.1.1. Conceptualización de eficiencia productiva y eficiencia institucional 

Desde una perspectiva estratégica, conceptualización de eficiencia 
productiva y eficiencia institucional constituye una dimensión de la trans-
formación eficiente de recursos financieros, humanos y tecnológicos en ser-
vicios para los socios. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso 
de recursos y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando 
se traduce en decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regu-
lación financiera y las necesidades de los socios, mediante una lectura eco-
nómica, social y organizacional (Berger & Humphrey, 1997). 

El funcionamiento de eficiencia productiva y eficiencia institucional 
depende de la coordinación entre consejos, gerencia, unidades operativas, 
agencias, personal y socios. Cada participante aporta información, autori-
dad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una 
arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; 
así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsa-
bilidad conjunta (Wheelock & Wilson, 2013). 

La aplicación de eficiencia productiva y eficiencia institucional debe 
adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, 
la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de 
la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (McKillop et al., 2020). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse eficiencia de costos, productividad, escala, calidad del servicio 
y activos improductivos, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos 
de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, 
el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con eficiencia productiva y eficiencia 
institucional es reducir costos sin considerar calidad, inclusión, riesgo ni par-
ticularidades territoriales. Puede materializarse mediante incentivos contra-
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dictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste 
en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos 
y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el 
juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer eficiencia productiva y eficiencia institucional, la 
cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Berger & 
Humphrey, 1997). 

 

4.1.2. Particularidades económicas de las cooperativas de ahorro y 
crédito 

En el contexto ecuatoriano, particularidades económicas de las coo-
perativas de ahorro y crédito constituye una dimensión de la transformación 
eficiente de recursos financieros, humanos y tecnológicos en servicios para 
los socios. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos 
y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Berger & Humphrey, 1997). 

El funcionamiento de particularidades económicas de las coopera-
tivas de ahorro y crédito depende de la coordinación entre consejos, geren-
cia, unidades operativas, agencias, personal y socios. Cada participante 
aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere lími-
tes y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, 
aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabili-
dad y preserva la responsabilidad conjunta (Wheelock & Wilson, 2013). 

La aplicación de particularidades económicas de las cooperativas 
de ahorro y crédito debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de 
la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero 
y las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se al-
canza al convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas 
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verificables y capacidades institucionales (McKillop et al., 2020). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse eficiencia de costos, productividad, escala, calidad del servicio 
y activos improductivos, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos 
de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, 
el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con particularidades económicas de 
las cooperativas de ahorro y crédito es reducir costos sin considerar calidad, 
inclusión, riesgo ni particularidades territoriales. Puede materializarse me-
diante incentivos contradictorios, información incompleta o controles tar-
díos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer 
tolerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer particularidades económicas de las cooperativas de 
ahorro y crédito, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos 
medibles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos con-
fiables, responsables definidos, participación y reportes a los órganos de 
gobierno. Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, 
considerando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor 
acceso (Wheelock & Wilson, 2013). 

 

4.1.3. Utilización eficiente de recursos financieros y operativos 

Para la gestión institucional, utilización eficiente de recursos finan-
cieros y operativos constituye una dimensión de la transformación eficiente 
de recursos financieros, humanos y tecnológicos en servicios para los so-
cios. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la pro-
tección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Berger & Humphrey, 1997). 
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El funcionamiento de utilización eficiente de recursos financieros y 
operativos depende de la coordinación entre consejos, gerencia, unidades 
operativas, agencias, personal y socios. Cada participante aporta informa-
ción, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Wheelock & Wilson, 2013). 

La aplicación de utilización eficiente de recursos financieros y ope-
rativos debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (McKillop et al., 2020). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse eficiencia de costos, productividad, escala, calidad del servicio 
y activos improductivos, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos 
de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, 
el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con utilización eficiente de recursos 
financieros y operativos es reducir costos sin considerar calidad, inclusión, 
riesgo ni particularidades territoriales. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer utilización eficiente de recursos financieros y ope-
rativos, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(McKillop et al., 2020). 
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4.1.4. Productividad y desempeño de las instituciones cooperativas 

La evidencia especializada permite sostener que productividad y 
desempeño de las instituciones cooperativas constituye una dimensión de 
la transformación eficiente de recursos financieros, humanos y tecnológicos 
en servicios para los socios. Orienta la asignación de responsabilidades, el 
uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su valor aparece 
cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad cooperativa, 
la regulación financiera y las necesidades de los socios, mediante una lec-
tura económica, social y organizacional (Berger & Humphrey, 1997). 

El funcionamiento de productividad y desempeño de las institucio-
nes cooperativas depende de la coordinación entre consejos, gerencia, uni-
dades operativas, agencias, personal y socios. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (Wheelock & Wilson, 2013). 

La aplicación de productividad y desempeño de las instituciones 
cooperativas debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la en-
tidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y 
las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza 
al convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifi-
cables y capacidades institucionales (McKillop et al., 2020). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse eficiencia de costos, productividad, escala, calidad del servicio 
y activos improductivos, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos 
de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, 
el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con productividad y desempeño de las 
instituciones cooperativas es reducir costos sin considerar calidad, inclu-
sión, riesgo ni particularidades territoriales. Puede materializarse mediante 
incentivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La 
respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
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documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer productividad y desempeño de las instituciones coo-
perativas, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles 
y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(SEPS, 2026a). 

 

4.1.5. Indicadores para la evaluación de eficiencia institucional 

En términos operativos, indicadores para la evaluación de eficiencia 
institucional constituye una dimensión de la transformación eficiente de re-
cursos financieros, humanos y tecnológicos en servicios para los socios. 
Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protec-
ción del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones 
coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las ne-
cesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y organi-
zacional (Berger & Humphrey, 1997). 

El funcionamiento de indicadores para la evaluación de eficiencia 
institucional depende de la coordinación entre consejos, gerencia, unidades 
operativas, agencias, personal y socios. Cada participante aporta informa-
ción, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Wheelock & Wilson, 2013). 

La aplicación de indicadores para la evaluación de eficiencia ins-
titucional debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (McKillop et al., 2020). 
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Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse eficiencia de costos, productividad, escala, calidad del servicio 
y activos improductivos, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos 
de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, 
el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con indicadores para la evaluación de 
eficiencia institucional es reducir costos sin considerar calidad, inclusión, 
riesgo ni particularidades territoriales. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer indicadores para la evaluación de eficiencia institu-
cional, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Berger & Humphrey, 1997). 

 

4.2. Eficiencia y fortalecimiento de las cooperativas de ahorro 
y crédito del Ecuador 

4.2.1. Características de las cooperativas del segmento 1 

En una cooperativa de ahorro y crédito, características de las coo-
perativas del segmento 1 constituye una dimensión de la transformación 
eficiente de recursos financieros, humanos y tecnológicos en servicios para 
los socios. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos 
y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Berger & Humphrey, 1997). 
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El funcionamiento de las cooperativas del segmento 1 depende de 
la coordinación entre consejos, gerencia, unidades operativas, agencias, per-
sonal y socios. Cada participante aporta información, autoridad o capacidad 
de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una arquitectura ade-
cuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así reduce super-
posiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad conjunta 
(Wheelock & Wilson, 2013). 

La aplicación de las cooperativas del segmento 1 debe adaptarse 
al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el 
Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de la SEPS pro-
porcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos requerimientos 
en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades instituciona-
les (McKillop et al., 2020). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse eficiencia de costos, productividad, escala, calidad del servicio 
y activos improductivos, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos 
de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, 
el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con las cooperativas del segmento 1 
es reducir costos sin considerar calidad, inclusión, riesgo ni particularidades 
territoriales. Puede materializarse mediante incentivos contradictorios, in-
formación incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste en reco-
nocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos y 
aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el jui-
cio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer las cooperativas del segmento 1, la cooperativa debe 
establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras graduales. Conviene 
integrar capacitación, datos confiables, responsables definidos, participación 
y reportes a los órganos de gobierno. Cada intervención debe probarse y 
ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos sobre socios vulne-
rables y territorios con menor acceso (Wheelock & Wilson, 2013). 
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4.2.2. Análisis comparativo del desempeño institucional 

Desde una perspectiva estratégica, análisis comparativo del desem-
peño institucional constituye una dimensión de la transformación eficiente 
de recursos financieros, humanos y tecnológicos en servicios para los so-
cios. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la pro-
tección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Berger & Humphrey, 1997). 

El funcionamiento de análisis comparativo del desempeño institu-
cional depende de la coordinación entre consejos, gerencia, unidades ope-
rativas, agencias, personal y socios. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y con-
trola; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (Wheelock & Wilson, 2013). 

La aplicación de análisis comparativo del desempeño institucional 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (McKillop et al., 2020). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse eficiencia de costos, productividad, escala, calidad del servicio 
y activos improductivos, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos 
de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, 
el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con análisis comparativo del desem-
peño institucional es reducir costos sin considerar calidad, inclusión, riesgo 
ni particularidades territoriales. Puede materializarse mediante incentivos 
contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta 
consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 
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Para fortalecer análisis comparativo del desempeño institucional, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (McKillop 
et al., 2020). 

 

4.2.3. Factores determinantes de la eficiencia productiva 

En el contexto ecuatoriano, factores determinantes de la eficiencia 
productiva constituye una dimensión de la transformación eficiente de re-
cursos financieros, humanos y tecnológicos en servicios para los socios. 
Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protec-
ción del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones 
coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las ne-
cesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y organi-
zacional (Berger & Humphrey, 1997). 

El funcionamiento de factores determinantes de la eficiencia pro-
ductiva depende de la coordinación entre consejos, gerencia, unidades ope-
rativas, agencias, personal y socios. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y con-
trola; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (Wheelock & Wilson, 2013). 

La aplicación de factores determinantes de la eficiencia productiva 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (McKillop et al., 2020). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse eficiencia de costos, productividad, escala, calidad del servicio 
y activos improductivos, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos 
de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, 
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el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con factores determinantes de la efi-
ciencia productiva es reducir costos sin considerar calidad, inclusión, riesgo 
ni particularidades territoriales. Puede materializarse mediante incentivos 
contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta 
consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer factores determinantes de la eficiencia productiva, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (SEPS, 
2026a). 

 

4.2.4. Estrategias para mejorar productividad y competitividad 

Para la gestión institucional, estrategias para mejorar productividad 
y competitividad constituye una dimensión de la transformación eficiente 
de recursos financieros, humanos y tecnológicos en servicios para los so-
cios. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la pro-
tección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Berger & Humphrey, 1997). 

El funcionamiento de la mejora de mejorar productividad y compe-
titividad depende de la coordinación entre consejos, gerencia, unidades ope-
rativas, agencias, personal y socios. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y con-
trola; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (Wheelock & Wilson, 2013). 
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La aplicación de la mejora de mejorar productividad y competitivi-
dad debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En 
Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dispo-
siciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al con-
vertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables 
y capacidades institucionales (McKillop et al., 2020). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse eficiencia de costos, productividad, escala, calidad del servicio 
y activos improductivos, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos 
de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, 
el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con la mejora de mejorar productivi-
dad y competitividad es reducir costos sin considerar calidad, inclusión, 
riesgo ni particularidades territoriales. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer la mejora de mejorar productividad y competitividad, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Berger & 
Humphrey, 1997). 

 

4.2.5. Implicaciones para la sostenibilidad del sistema cooperativo 
ecuatoriano 

La evidencia especializada permite sostener que implicaciones para 
la sostenibilidad del sistema cooperativo ecuatoriano constituye una dimen-
sión de la transformación eficiente de recursos financieros, humanos y tecno-
lógicos en servicios para los socios. Orienta la asignación de 
responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su 
valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, mediante 
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una lectura económica, social y organizacional (Berger & Humphrey, 1997). 

El funcionamiento de implicaciones para la sostenibilidad del sis-
tema cooperativo ecuatoriano depende de la coordinación entre consejos, 
gerencia, unidades operativas, agencias, personal y socios. Cada partici-
pante aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere 
límites y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, 
aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabili-
dad y preserva la responsabilidad conjunta (Wheelock & Wilson, 2013). 

La aplicación de implicaciones para la sostenibilidad del sistema 
cooperativo ecuatoriano debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de 
riesgo de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y 
Financiero y las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madu-
rez se alcanza al convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, 
rutinas verificables y capacidades institucionales (McKillop et al., 2020). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse eficiencia de costos, productividad, escala, calidad del servicio 
y activos improductivos, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos 
de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, 
el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con implicaciones para la sostenibili-
dad del sistema cooperativo ecuatoriano es reducir costos sin considerar 
calidad, inclusión, riesgo ni particularidades territoriales. Puede materiali-
zarse mediante incentivos contradictorios, información incompleta o con-
troles tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, 
establecer tolerancias, documentar supuestos y aplicar controles propor-
cionales, evitando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la 
flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer implicaciones para la sostenibilidad del sistema coo-
perativo ecuatoriano, la cooperativa debe establecer una línea base, objeti-
vos medibles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos 
confiables, responsables definidos, participación y reportes a los órganos 
de gobierno. Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de am-
pliarse, considerando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con 
menor acceso (Wheelock & Wilson, 2013).
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5.1. Intermediación financiera, eficiencia y rentabilidad 

5.1.1. Fundamentos de la intermediación financiera 

En términos operativos, fundamentos de la intermediación finan-
ciera constituye una dimensión de el equilibrio cuantitativo entre captación, 
colocación, liquidez, riesgo y rentabilidad. Orienta la asignación de respon-
sabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su valor 
aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad coo-
perativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, mediante 
una lectura económica, social y organizacional (Dantzig, 1963). 

El funcionamiento de la intermediación financiera depende de la 
coordinación entre tesorería, crédito, riesgos, finanzas, gerencia y órganos 
de aprobación. Cada participante aporta información, autoridad o capacidad 
de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una arquitectura ade-
cuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así reduce super-
posiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad conjunta 
(Basel Committee on Banking Supervision [BCBS], 2008). 

La aplicación de la intermediación financiera debe adaptarse al ta-
maño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Có-
digo Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de la SEPS 
proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos requeri-
mientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades ins-
titucionales (BCBS, 2015). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse margen financiero, costo de fondos, rendimiento de cartera, li-
quidez, concentración y mora, junto con actas, encuestas, auditorías y tiem-
pos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por 
ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, 
asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con la intermediación financiera es op-
timizar una variable aislada y trasladar costos o vulnerabilidades al resto 
del balance. Puede materializarse mediante incentivos contradictorios, in-
formación incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste en reco-
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nocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos y apli-
car controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el juicio 
profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer la intermediación financiera, la cooperativa debe es-
tablecer una línea base, objetivos medibles y mejoras graduales. Conviene 
integrar capacitación, datos confiables, responsables definidos, participa-
ción y reportes a los órganos de gobierno. Cada intervención debe probarse 
y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos sobre socios vul-
nerables y territorios con menor acceso (BCBS, 2015). 

 

5.1.2. Captación de depósitos y gestión del ahorro 

En una cooperativa de ahorro y crédito, captación de depósitos y ges-
tión del ahorro constituye una dimensión de el equilibrio cuantitativo entre 
captación, colocación, liquidez, riesgo y rentabilidad. Orienta la asignación 
de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. 
Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identi-
dad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, 
mediante una lectura económica, social y organizacional (Dantzig, 1963). 

El funcionamiento de captación de depósitos y gestión del ahorro 
depende de la coordinación entre tesorería, crédito, riesgos, finanzas, ge-
rencia y órganos de aprobación. Cada participante aporta información, au-
toridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una 
arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; 
así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsa-
bilidad conjunta (Basel Committee on Banking Supervision [BCBS], 2008). 

La aplicación de captación de depósitos y gestión del ahorro debe 
adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, 
la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de 
la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (BCBS, 2015). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse margen financiero, costo de fondos, rendimiento de cartera, li-
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quidez, concentración y mora, junto con actas, encuestas, auditorías y tiem-
pos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por 
ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, 
asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con captación de depósitos y gestión 
del ahorro es optimizar una variable aislada y trasladar costos o vulnerabili-
dades al resto del balance. Puede materializarse mediante incentivos con-
tradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta 
consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer captación de depósitos y gestión del ahorro, la coo-
perativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras gra-
duales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada interven-
ción debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos 
sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (SEPS, 2026a). 

 

5.1.3. Colocación de créditos y generación de ingresos 

Desde una perspectiva estratégica, colocación de créditos y genera-
ción de ingresos constituye una dimensión de el equilibrio cuantitativo entre 
captación, colocación, liquidez, riesgo y rentabilidad. Orienta la asignación de 
responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su 
valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (Dantzig, 1963). 

El funcionamiento de colocación de créditos y generación de ingre-
sos depende de la coordinación entre tesorería, crédito, riesgos, finanzas, ge-
rencia y órganos de aprobación. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; 
así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabi-
lidad conjunta (Basel Committee on Banking Supervision [BCBS], 2008). 



74

La aplicación de colocación de créditos y generación de ingresos 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (BCBS, 2015). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse margen financiero, costo de fondos, rendimiento de cartera, li-
quidez, concentración y mora, junto con actas, encuestas, auditorías y tiem-
pos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por 
ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, 
asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con colocación de créditos y genera-
ción de ingresos es optimizar una variable aislada y trasladar costos o vul-
nerabilidades al resto del balance. Puede materializarse mediante incentivos 
contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta 
consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer colocación de créditos y generación de ingresos, la 
cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada interven-
ción debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos 
sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Dantzig, 1963). 

 

5.1.4. Margen de intermediación como indicador de eficiencia 

En el contexto ecuatoriano, margen de intermediación como indica-
dor de eficiencia constituye una dimensión de el equilibrio cuantitativo entre 
captación, colocación, liquidez, riesgo y rentabilidad. Orienta la asignación 
de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. 
Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identi-
dad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, 
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mediante una lectura económica, social y organizacional (Dantzig, 1963). 

El funcionamiento de margen de intermediación como indicador de 
eficiencia depende de la coordinación entre tesorería, crédito, riesgos, finan-
zas, gerencia y órganos de aprobación. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; 
así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabili-
dad conjunta (Basel Committee on Banking Supervision [BCBS], 2008). 

La aplicación de margen de intermediación como indicador de efi-
ciencia debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (BCBS, 2015). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse margen financiero, costo de fondos, rendimiento de cartera, li-
quidez, concentración y mora, junto con actas, encuestas, auditorías y tiem-
pos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por 
ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, 
asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con margen de intermediación como 
indicador de eficiencia es optimizar una variable aislada y trasladar costos 
o vulnerabilidades al resto del balance. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer margen de intermediación como indicador de efi-
ciencia, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles 
y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
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rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Basel Committee on Banking Supervision [BCBS], 2008). 

 

5.1.5. Liquidez, riesgo crediticio y rentabilidad institucional 

Para la gestión institucional, liquidez, riesgo crediticio y rentabilidad 
institucional constituye una dimensión de el equilibrio cuantitativo entre cap-
tación, colocación, liquidez, riesgo y rentabilidad. Orienta la asignación de 
responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. 
Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la iden-
tidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, 
mediante una lectura económica, social y organizacional (Dantzig, 1963). 

El funcionamiento de liquidez, riesgo crediticio y rentabilidad ins-
titucional depende de la coordinación entre tesorería, crédito, riesgos, finan-
zas, gerencia y órganos de aprobación. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (Basel Committee on Banking Supervision 
[BCBS], 2008). 

La aplicación de liquidez, riesgo crediticio y rentabilidad institucio-
nal debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En 
Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dispo-
siciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al con-
vertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables 
y capacidades institucionales (BCBS, 2015). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse margen financiero, costo de fondos, rendimiento de cartera, li-
quidez, concentración y mora, junto con actas, encuestas, auditorías y tiem-
pos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por 
ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, 
asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con liquidez, riesgo crediticio y renta-
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bilidad institucional es optimizar una variable aislada y trasladar costos o 
vulnerabilidades al resto del balance. Puede materializarse mediante incen-
tivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer liquidez, riesgo crediticio y rentabilidad institucional, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada interven-
ción debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos 
sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (BCBS, 2015). 

 

5.2. Modelos de optimización aplicados a la gestión financiera 

5.2.1. Programación lineal como herramienta para la toma de 
decisiones 

La evidencia especializada permite sostener que programación li-
neal como herramienta para la toma de decisiones constituye una dimen-
sión de el equilibrio cuantitativo entre captación, colocación, liquidez, riesgo 
y rentabilidad. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recur-
sos y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce 
en decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación finan-
ciera y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, so-
cial y organizacional (Dantzig, 1963). 

El funcionamiento de programación lineal como herramienta para 
la toma de decisiones depende de la coordinación entre tesorería, crédito, 
riesgos, finanzas, gerencia y órganos de aprobación. Cada participante 
aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere lími-
tes y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, 
aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabili-
dad y preserva la responsabilidad conjunta (Basel Committee on Banking 
Supervision [BCBS], 2008). 
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La aplicación de programación lineal como herramienta para la 
toma de decisiones debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo 
de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Finan-
ciero y las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se 
alcanza al convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas 
verificables y capacidades institucionales (BCBS, 2015). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse margen financiero, costo de fondos, rendimiento de cartera, li-
quidez, concentración y mora, junto con actas, encuestas, auditorías y tiem-
pos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por 
ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, 
asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con programación lineal como herra-
mienta para la toma de decisiones es optimizar una variable aislada y tras-
ladar costos o vulnerabilidades al resto del balance. Puede materializarse 
mediante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer programación lineal como herramienta para la toma 
de decisiones, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos me-
dibles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confia-
bles, responsables definidos, participación y reportes a los órganos de 
gobierno. Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, 
considerando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor 
acceso (SEPS, 2026a). 

 

5.2.2. Formulación de funciones objetivo y restricciones financieras 

En términos operativos, formulación de funciones objetivo y restric-
ciones financieras constituye una dimensión de el equilibrio cuantitativo entre 
captación, colocación, liquidez, riesgo y rentabilidad. Orienta la asignación de 
responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su 
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valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (Dantzig, 1963). 

El funcionamiento de formulación de funciones objetivo y restric-
ciones financieras depende de la coordinación entre tesorería, crédito, ries-
gos, finanzas, gerencia y órganos de aprobación. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (Basel Committee on Banking Supervision 
[BCBS], 2008). 

La aplicación de formulación de funciones objetivo y restricciones 
financieras debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la enti-
dad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las 
disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (BCBS, 2015). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse margen financiero, costo de fondos, rendimiento de cartera, li-
quidez, concentración y mora, junto con actas, encuestas, auditorías y tiem-
pos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por 
ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, 
asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con formulación de funciones objetivo 
y restricciones financieras es optimizar una variable aislada y trasladar cos-
tos o vulnerabilidades al resto del balance. Puede materializarse mediante 
incentivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La 
respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer formulación de funciones objetivo y restricciones fi-
nancieras, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles 
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y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Dantzig, 1963). 

 

5.2.3. Optimización del equilibrio entre captación y colocación 

En una cooperativa de ahorro y crédito, optimización del equilibrio 
entre captación y colocación constituye una dimensión de el equilibrio cuan-
titativo entre captación, colocación, liquidez, riesgo y rentabilidad. Orienta 
la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del 
interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones cohe-
rentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesida-
des de los socios, mediante una lectura económica, social y organizacional 
(Dantzig, 1963). 

El funcionamiento de optimización del equilibrio entre captación y co-
locación depende de la coordinación entre tesorería, crédito, riesgos, finanzas, 
gerencia y órganos de aprobación. Cada participante aporta información, au-
toridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una 
arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así 
reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad 
conjunta (Basel Committee on Banking Supervision [BCBS], 2008). 

La aplicación de optimización del equilibrio entre captación y colo-
cación debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (BCBS, 2015). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden ob-
servarse margen financiero, costo de fondos, rendimiento de cartera, liquidez, 
concentración y mora, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de pro-
ceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el segui-
miento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando 
responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas (SEPS, 2026a). 
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El principal desafío asociado con optimización del equilibrio entre 
captación y colocación es optimizar una variable aislada y trasladar costos 
o vulnerabilidades al resto del balance. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer optimización del equilibrio entre captación y colo-
cación, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Basel Committee on Banking Supervision [BCBS], 2008). 

 

5.2.4. Simulación de escenarios de liquidez, riesgo y rentabilidad 

Desde una perspectiva estratégica, simulación de escenarios de li-
quidez, riesgo y rentabilidad constituye una dimensión de el equilibrio cuan-
titativo entre captación, colocación, liquidez, riesgo y rentabilidad. Orienta 
la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del 
interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones cohe-
rentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesida-
des de los socios, mediante una lectura económica, social y organizacional 
(Dantzig, 1963). 

El funcionamiento de simulación de escenarios de liquidez, riesgo y 
rentabilidad depende de la coordinación entre tesorería, crédito, riesgos, finan-
zas, gerencia y órganos de aprobación. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una 
arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así 
reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad 
conjunta (Basel Committee on Banking Supervision [BCBS], 2008). 

La aplicación de simulación de escenarios de liquidez, riesgo y ren-
tabilidad debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
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posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (BCBS, 2015). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse margen financiero, costo de fondos, rendimiento de cartera, li-
quidez, concentración y mora, junto con actas, encuestas, auditorías y tiem-
pos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por 
ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, 
asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con simulación de escenarios de liqui-
dez, riesgo y rentabilidad es optimizar una variable aislada y trasladar costos 
o vulnerabilidades al resto del balance. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer simulación de escenarios de liquidez, riesgo y renta-
bilidad, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, respon-
sables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada in-
tervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (BCBS, 2015). 

 

5.2.5. Integración de modelos cuantitativos y sistemas digitales de 
información 

En el contexto ecuatoriano, integración de modelos cuantitativos y 
sistemas digitales de información constituye una dimensión de el equilibrio 
cuantitativo entre captación, colocación, liquidez, riesgo y rentabilidad. 
Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protec-
ción del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones 
coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las ne-
cesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y organi-
zacional (Dantzig, 1963). 
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El funcionamiento de modelos cuantitativos y sistemas digitales de 
información depende de la coordinación entre tesorería, crédito, riesgos, finan-
zas, gerencia y órganos de aprobación. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una 
arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así 
reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad 
conjunta (Basel Committee on Banking Supervision [BCBS], 2008). 

La aplicación de modelos cuantitativos y sistemas digitales de in-
formación debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la enti-
dad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las 
disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (BCBS, 2015). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse margen financiero, costo de fondos, rendimiento de cartera, li-
quidez, concentración y mora, junto con actas, encuestas, auditorías y tiem-
pos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por 
ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, 
asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(SEPS, 2026a). 

El principal desafío asociado con modelos cuantitativos y sistemas 
digitales de información es optimizar una variable aislada y trasladar costos 
o vulnerabilidades al resto del balance. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer modelos cuantitativos y sistemas digitales de infor-
mación, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles 
y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(SEPS, 2026a).
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6.1. Fundamentos conductuales de la toma de decisiones 
financieras 

6.1.1. Racionalidad y comportamiento en las decisiones económicas 

Para la gestión institucional, racionalidad y comportamiento en las 
decisiones económicas constituye una dimensión de la interacción entre 
cognición, emociones, contexto y hábitos en las decisiones económicas. 
Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protec-
ción del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones 
coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las ne-
cesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y organi-
zacional (Kahneman, 2011). 

El funcionamiento de racionalidad y comportamiento en las decisio-
nes económicas depende de la coordinación entre socios, hogares, asesores, 
educadores financieros y responsables de productos. Cada participante 
aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites 
y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, 
ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y pre-
serva la responsabilidad conjunta (Ottaviani & Vandone, 2011). 

La aplicación de racionalidad y comportamiento en las decisiones 
económicas debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la en-
tidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y 
las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza 
al convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifi-
cables y capacidades institucionales (Bai, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse endeudamiento, ahorro, mora, presupuesto, autocontrol y bie-
nestar financiero, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de pro-
ceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(OECD, 2020). 

El principal desafío asociado con racionalidad y comportamiento 
en las decisiones económicas es atribuir toda decisión al individuo e ignorar 
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incentivos comerciales y restricciones estructurales. Puede materializarse 
mediante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer racionalidad y comportamiento en las decisiones 
económicas, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos me-
dibles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confia-
bles, responsables definidos, participación y reportes a los órganos de 
gobierno. Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, 
considerando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor 
acceso (Kahneman, 2011). 

 

6.1.2. Conceptualización de la impulsividad financiera 

La evidencia especializada permite sostener que conceptualización 
de la impulsividad financiera constituye una dimensión de la interacción 
entre cognición, emociones, contexto y hábitos en las decisiones económi-
cas. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la pro-
tección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Kahneman, 2011). 

El funcionamiento de la impulsividad financiera depende de la coor-
dinación entre socios, hogares, asesores, educadores financieros y respon-
sables de productos. Cada participante aporta información, autoridad o 
capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una arqui-
tectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así re-
duce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad 
conjunta (Ottaviani & Vandone, 2011). 

La aplicación de la impulsividad financiera debe adaptarse al ta-
maño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Có-
digo Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de la SEPS 
proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos requeri-
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mientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades ins-
titucionales (Bai, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse endeudamiento, ahorro, mora, presupuesto, autocontrol y bie-
nestar financiero, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de pro-
ceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(OECD, 2020). 

El principal desafío asociado con la impulsividad financiera es atri-
buir toda decisión al individuo e ignorar incentivos comerciales y restriccio-
nes estructurales. Puede materializarse mediante incentivos contradictorios, 
información incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste en reco-
nocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos y apli-
car controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el juicio 
profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer la impulsividad financiera, la cooperativa debe esta-
blecer una línea base, objetivos medibles y mejoras graduales. Conviene in-
tegrar capacitación, datos confiables, responsables definidos, participación 
y reportes a los órganos de gobierno. Cada intervención debe probarse y 
ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos sobre socios vul-
nerables y territorios con menor acceso (Ottaviani & Vandone, 2011). 

 

6.1.3. Factores cognitivos y emocionales de la decisión 

En términos operativos, factores cognitivos y emocionales de la de-
cisión constituye una dimensión de la interacción entre cognición, emocio-
nes, contexto y hábitos en las decisiones económicas. Orienta la asignación 
de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. 
Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identi-
dad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, 
mediante una lectura económica, social y organizacional (Kahneman, 2011). 

El funcionamiento de factores cognitivos y emocionales de la deci-
sión depende de la coordinación entre socios, hogares, asesores, educado-
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res financieros y responsables de productos. Cada participante aporta in-
formación, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, 
ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y pre-
serva la responsabilidad conjunta (Ottaviani & Vandone, 2011). 

La aplicación de factores cognitivos y emocionales de la decisión 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (Bai, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse endeudamiento, ahorro, mora, presupuesto, autocontrol y bie-
nestar financiero, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de pro-
ceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(OECD, 2020). 

El principal desafío asociado con factores cognitivos y emocionales 
de la decisión es atribuir toda decisión al individuo e ignorar incentivos co-
merciales y restricciones estructurales. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La 
respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer factores cognitivos y emocionales de la decisión, la 
cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Bai, 2023). 

 

6.1.4. Sesgos cognitivos, materialismo y percepción del riesgo 
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En una cooperativa de ahorro y crédito, sesgos cognitivos, materia-
lismo y percepción del riesgo constituye una dimensión de la interacción 
entre cognición, emociones, contexto y hábitos en las decisiones económi-
cas. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la pro-
tección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Kahneman, 2011). 

El funcionamiento de sesgos cognitivos, materialismo y percepción 
del riesgo depende de la coordinación entre socios, hogares, asesores, edu-
cadores financieros y responsables de productos. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (Ottaviani & Vandone, 2011). 

La aplicación de sesgos cognitivos, materialismo y percepción del 
riesgo debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (Bai, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse endeudamiento, ahorro, mora, presupuesto, autocontrol y bie-
nestar financiero, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de pro-
ceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(OECD, 2020). 

El principal desafío asociado con sesgos cognitivos, materialismo 
y percepción del riesgo es atribuir toda decisión al individuo e ignorar incen-
tivos comerciales y restricciones estructurales. Puede materializarse me-
diante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
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tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer sesgos cognitivos, materialismo y percepción del 
riesgo, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(OECD, 2020). 

 

6.1.5. Influencia del contexto social, cultural y económico 

Desde una perspectiva estratégica, influencia del contexto social, 
cultural y económico constituye una dimensión de la interacción entre cog-
nición, emociones, contexto y hábitos en las decisiones económicas. 
Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protec-
ción del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones 
coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las ne-
cesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y organi-
zacional (Kahneman, 2011). 

El funcionamiento de contexto social, cultural y económico depende 
de la coordinación entre socios, hogares, asesores, educadores financieros 
y responsables de productos. Cada participante aporta información, autori-
dad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una 
arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; 
así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsa-
bilidad conjunta (Ottaviani & Vandone, 2011). 

La aplicación de contexto social, cultural y económico debe adap-
tarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, la 
LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de la 
SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (Bai, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
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observarse endeudamiento, ahorro, mora, presupuesto, autocontrol y bie-
nestar financiero, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de pro-
ceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(OECD, 2020). 

El principal desafío asociado con contexto social, cultural y econó-
mico es atribuir toda decisión al individuo e ignorar incentivos comerciales 
y restricciones estructurales. Puede materializarse mediante incentivos con-
tradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta con-
siste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer contexto social, cultural y económico, la cooperativa 
debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras graduales. 
Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables definidos, 
participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada intervención debe 
probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos sobre 
socios vulnerables y territorios con menor acceso (Kahneman, 2011). 

 

6.2. Impulsividad y gestión responsable de las finanzas 

6.2.1. Impulsividad y comportamiento de consumo 

En el contexto ecuatoriano, impulsividad y comportamiento de con-
sumo constituye una dimensión de la interacción entre cognición, emocio-
nes, contexto y hábitos en las decisiones económicas. Orienta la asignación 
de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. 
Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identi-
dad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, 
mediante una lectura económica, social y organizacional (Kahneman, 2011). 

El funcionamiento de impulsividad y comportamiento de consumo 
depende de la coordinación entre socios, hogares, asesores, educadores fi-
nancieros y responsables de productos. Cada participante aporta informa-
ción, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
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controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Ottaviani & Vandone, 2011). 

La aplicación de impulsividad y comportamiento de consumo debe 
adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, 
la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de 
la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (Bai, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse endeudamiento, ahorro, mora, presupuesto, autocontrol y bie-
nestar financiero, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de pro-
ceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(OECD, 2020). 

El principal desafío asociado con impulsividad y comportamiento 
de consumo es atribuir toda decisión al individuo e ignorar incentivos co-
merciales y restricciones estructurales. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La 
respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer impulsividad y comportamiento de consumo, la coo-
perativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras gra-
duales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Ottaviani 
& Vandone, 2011). 

 

6.2.2. Endeudamiento, crédito y gratificación inmediata 

Para la gestión institucional, endeudamiento, crédito y gratificación 
inmediata constituye una dimensión de la interacción entre cognición, emo-
ciones, contexto y hábitos en las decisiones económicas. Orienta la asig-
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nación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés 
colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con 
la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los 
socios, mediante una lectura económica, social y organizacional (Kahne-
man, 2011). 

El funcionamiento de endeudamiento, crédito y gratificación inme-
diata depende de la coordinación entre socios, hogares, asesores, educa-
dores financieros y responsables de productos. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (Ottaviani & Vandone, 2011). 

La aplicación de endeudamiento, crédito y gratificación inmediata 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (Bai, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse endeudamiento, ahorro, mora, presupuesto, autocontrol y bie-
nestar financiero, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de pro-
ceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(OECD, 2020). 

El principal desafío asociado con endeudamiento, crédito y gratifi-
cación inmediata es atribuir toda decisión al individuo e ignorar incentivos 
comerciales y restricciones estructurales. Puede materializarse mediante 
incentivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La 
respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer endeudamiento, crédito y gratificación inmediata, la 
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cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Bai, 2023). 

 

6.2.3. Impulsividad, ahorro y planificación financiera 

La evidencia especializada permite sostener que impulsividad, aho-
rro y planificación financiera constituye una dimensión de la interacción 
entre cognición, emociones, contexto y hábitos en las decisiones económi-
cas. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la pro-
tección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Kahneman, 2011). 

El funcionamiento de impulsividad, ahorro y planificación financiera 
depende de la coordinación entre socios, hogares, asesores, educadores fi-
nancieros y responsables de productos. Cada participante aporta informa-
ción, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la 
responsabilidad conjunta (Ottaviani & Vandone, 2011). 

La aplicación de impulsividad, ahorro y planificación financiera debe 
adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, 
la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de 
la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (Bai, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse endeudamiento, ahorro, mora, presupuesto, autocontrol y bienestar 
financiero, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables y 
fechas para corregir las desviaciones detectadas (OECD, 2020). 
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El principal desafío asociado con impulsividad, ahorro y planifica-
ción financiera es atribuir toda decisión al individuo e ignorar incentivos co-
merciales y restricciones estructurales. Puede materializarse mediante 
incentivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La 
respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer impulsividad, ahorro y planificación financiera, la coo-
perativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras gra-
duales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada interven-
ción debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos 
sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (OECD, 2020). 

 

6.2.4. Autocontrol y alfabetización financiera 

En términos operativos, autocontrol y alfabetización financiera 
constituye una dimensión de la interacción entre cognición, emociones, con-
texto y hábitos en las decisiones económicas. Orienta la asignación de res-
ponsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su 
valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (Kahneman, 2011). 

El funcionamiento de autocontrol y alfabetización financiera de-
pende de la coordinación entre socios, hogares, asesores, educadores fi-
nancieros y responsables de productos. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (Ottaviani & Vandone, 2011). 

La aplicación de autocontrol y alfabetización financiera debe adap-
tarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, la 
LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de la 
SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
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querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (Bai, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse endeudamiento, ahorro, mora, presupuesto, autocontrol y bienestar 
financiero, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de proceso. Ningún 
indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el seguimiento debe 
comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asignando responsables y 
fechas para corregir las desviaciones detectadas (OECD, 2020). 

El principal desafío asociado con autocontrol y alfabetización finan-
ciera es atribuir toda decisión al individuo e ignorar incentivos comerciales y 
restricciones estructurales. Puede materializarse mediante incentivos con-
tradictorios, información incompleta o controles tardíos. La respuesta con-
siste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar 
supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la formalidad sus-
tituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer autocontrol y alfabetización financiera, la coopera-
tiva debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras graduales. 
Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables definidos, 
participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada intervención debe 
probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos sobre 
socios vulnerables y territorios con menor acceso (Kahneman, 2011). 

 

6.2.5. Estrategias educativas y conductuales para decisiones finan-
cieras sostenibles 

En una cooperativa de ahorro y crédito, estrategias educativas y 
conductuales para decisiones financieras sostenibles constituye una dimen-
sión de la interacción entre cognición, emociones, contexto y hábitos en las 
decisiones económicas. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso 
de recursos y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando 
se traduce en decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regu-
lación financiera y las necesidades de los socios, mediante una lectura eco-
nómica, social y organizacional (Kahneman, 2011). 

El funcionamiento de estrategias educativas y conductuales para de-
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cisiones financieras sostenibles depende de la coordinación entre socios, ho-
gares, asesores, educadores financieros y responsables de productos. Cada 
participante aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero re-
quiere límites y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién pro-
pone, aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la 
trazabilidad y preserva la responsabilidad conjunta (Ottaviani & Vandone, 2011). 

La aplicación de estrategias educativas y conductuales para deci-
siones financieras sostenibles debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil 
de riesgo de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario 
y Financiero y las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La ma-
durez se alcanza al convertir esos requerimientos en políticas comprensi-
bles, rutinas verificables y capacidades institucionales (Bai, 2023). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse endeudamiento, ahorro, mora, presupuesto, autocontrol y bie-
nestar financiero, junto con actas, encuestas, auditorías y tiempos de pro-
ceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desempeño; por ello, el 
seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos y alertas, asig-
nando responsables y fechas para corregir las desviaciones detectadas 
(OECD, 2020). 

El principal desafío asociado con estrategias educativas y conduc-
tuales para decisiones financieras sostenibles es atribuir toda decisión al 
individuo e ignorar incentivos comerciales y restricciones estructurales. 
Puede materializarse mediante incentivos contradictorios, información in-
completa o controles tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incer-
tidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos y aplicar controles 
proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el juicio profesional o 
que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer estrategias educativas y conductuales para decisio-
nes financieras sostenibles, la cooperativa debe establecer una línea base, 
objetivos medibles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, 
datos confiables, responsables definidos, participación y reportes a los ór-
ganos de gobierno. Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de 
ampliarse, considerando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios 
con menor acceso (Ottaviani & Vandone, 2011).



´



7.1. Transformación digital de las instituciones financieras 

7.1.1. Conceptualización y evolución de la transformación digital 

Desde una perspectiva estratégica, conceptualización y evolución 
de la transformación digital constituye una dimensión de la modernización 
de procesos y servicios mediante datos, automatización e inteligencia arti-
ficial responsable. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de re-
cursos y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se 
traduce en decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación 
financiera y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, 
social y organizacional (Aldasoro et al., 2024). 

El funcionamiento de la transformación digital depende de la coor-
dinación entre consejos, gerencia, tecnología, riesgos, cumplimiento, pro-
veedores y socios. Cada participante aporta información, autoridad o 
capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. Una arqui-
tectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y controla; así re-
duce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la responsabilidad 
conjunta (World Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

La aplicación de la transformación digital debe adaptarse al ta-
maño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Có-
digo Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de la SEPS 
proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos requeri-
mientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades ins-
titucionales (Vuković et al., 2025). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse adopción digital, tiempos de respuesta, costo por transacción, 
fraude, disponibilidad y satisfacción, junto con actas, encuestas, auditorías 
y tiempos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desem-
peño; por ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos 
y alertas, asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones 
detectadas (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

El principal desafío asociado con la transformación digital es la opa-
cidad algorítmica, la exclusión digital, la dependencia tecnológica y la expo-
sición cibernética. Puede materializarse mediante incentivos contradictorios, 
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información incompleta o controles tardíos. La respuesta consiste en reco-
nocer la incertidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos y apli-
car controles proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el juicio 
profesional o que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer la transformación digital, la cooperativa debe esta-
blecer una línea base, objetivos medibles y mejoras graduales. Conviene in-
tegrar capacitación, datos confiables, responsables definidos, participación 
y reportes a los órganos de gobierno. Cada intervención debe probarse y 
ajustarse antes de ampliarse, considerando sus efectos sobre socios vul-
nerables y territorios con menor acceso (Vuković et al., 2025). 

 

7.1.2. Digitalización de productos y servicios financieros 

En el contexto ecuatoriano, digitalización de productos y servicios 
financieros constituye una dimensión de la modernización de procesos y 
servicios mediante datos, automatización e inteligencia artificial responsa-
ble. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la pro-
tección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Aldasoro et al., 2024). 

El funcionamiento de digitalización de productos y servicios finan-
cieros depende de la coordinación entre consejos, gerencia, tecnología, ries-
gos, cumplimiento, proveedores y socios. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (World Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

La aplicación de digitalización de productos y servicios financieros 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (Vuković et al., 2025). 
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Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse adopción digital, tiempos de respuesta, costo por transacción, 
fraude, disponibilidad y satisfacción, junto con actas, encuestas, auditorías 
y tiempos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desem-
peño; por ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos 
y alertas, asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones 
detectadas (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

El principal desafío asociado con digitalización de productos y ser-
vicios financieros es la opacidad algorítmica, la exclusión digital, la depen-
dencia tecnológica y la exposición cibernética. Puede materializarse 
mediante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer digitalización de productos y servicios financieros, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (National 
Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

 

7.1.3. Automatización de procesos y eficiencia operativa 

Para la gestión institucional, automatización de procesos y eficien-
cia operativa constituye una dimensión de la modernización de procesos y 
servicios mediante datos, automatización e inteligencia artificial responsa-
ble. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la pro-
tección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Aldasoro et al., 2024). 

El funcionamiento de automatización de procesos y eficiencia ope-
rativa depende de la coordinación entre consejos, gerencia, tecnología, ries-
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gos, cumplimiento, proveedores y socios. Cada participante aporta informa-
ción, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales cla-
ros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (World Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

La aplicación de automatización de procesos y eficiencia operativa 
debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecua-
dor, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones 
de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos 
requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacida-
des institucionales (Vuković et al., 2025). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse adopción digital, tiempos de respuesta, costo por transacción, 
fraude, disponibilidad y satisfacción, junto con actas, encuestas, auditorías 
y tiempos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desem-
peño; por ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos 
y alertas, asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones 
detectadas (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

El principal desafío asociado con automatización de procesos y efi-
ciencia operativa es la opacidad algorítmica, la exclusión digital, la depen-
dencia tecnológica y la exposición cibernética. Puede materializarse 
mediante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer automatización de procesos y eficiencia operativa, 
la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras 
graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Aldasoro 
et al., 2024). 
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7.1.4. Big data, blockchain y plataformas financieras digitales 

La evidencia especializada permite sostener que big data, block-
chain y plataformas financieras digitales constituye una dimensión de la 
modernización de procesos y servicios mediante datos, automatización e 
inteligencia artificial responsable. Orienta la asignación de responsabilida-
des, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su valor aparece 
cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad cooperativa, 
la regulación financiera y las necesidades de los socios, mediante una lec-
tura económica, social y organizacional (Aldasoro et al., 2024). 

El funcionamiento de big data, blockchain y plataformas financieras 
digitales depende de la coordinación entre consejos, gerencia, tecnología, 
riesgos, cumplimiento, proveedores y socios. Cada participante aporta infor-
mación, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (World Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

La aplicación de big data, blockchain y plataformas financieras di-
gitales debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (Vuković et al., 2025). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse adopción digital, tiempos de respuesta, costo por transacción, 
fraude, disponibilidad y satisfacción, junto con actas, encuestas, auditorías 
y tiempos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desem-
peño; por ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos 
y alertas, asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones 
detectadas (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

El principal desafío asociado con big data, blockchain y plataformas 
financieras digitales es la opacidad algorítmica, la exclusión digital, la de-
pendencia tecnológica y la exposición cibernética. Puede materializarse me-
diante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
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lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer big data, blockchain y plataformas financieras digi-
tales, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(World Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

 

7.1.5. Cultura organizacional, innovación y experiencia del socio 

En términos operativos, cultura organizacional, innovación y expe-
riencia del socio constituye una dimensión de la modernización de procesos 
y servicios mediante datos, automatización e inteligencia artificial respon-
sable. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la 
protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en de-
cisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y 
las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y or-
ganizacional (Aldasoro et al., 2024). 

El funcionamiento de cultura organizacional, innovación y experien-
cia del socio depende de la coordinación entre consejos, gerencia, tecnolo-
gía, riesgos, cumplimiento, proveedores y socios. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (World Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

La aplicación de cultura organizacional, innovación y experiencia 
del socio debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (Vuković et al., 2025). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse adopción digital, tiempos de respuesta, costo por transacción, 
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fraude, disponibilidad y satisfacción, junto con actas, encuestas, auditorías 
y tiempos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desem-
peño; por ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos 
y alertas, asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones 
detectadas (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

El principal desafío asociado con cultura organizacional, innovación 
y experiencia del socio es la opacidad algorítmica, la exclusión digital, la de-
pendencia tecnológica y la exposición cibernética. Puede materializarse me-
diante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer cultura organizacional, innovación y experiencia del 
socio, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Vuković et al., 2025). 

 

7.2. Inteligencia artificial y creación de valor financiero 

7.2.1. Inteligencia artificial aplicada a las finanzas 

En una cooperativa de ahorro y crédito, inteligencia artificial apli-
cada a las finanzas constituye una dimensión de la modernización de pro-
cesos y servicios mediante datos, automatización e inteligencia artificial 
responsable. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos 
y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Aldasoro et al., 2024). 

El funcionamiento de inteligencia artificial aplicada a las finanzas 
depende de la coordinación entre consejos, gerencia, tecnología, riesgos, 
cumplimiento, proveedores y socios. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
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Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y con-
trola; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (World Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

La aplicación de inteligencia artificial aplicada a las finanzas debe 
adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, 
la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de 
la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (Vuković et al., 2025). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse adopción digital, tiempos de respuesta, costo por transacción, 
fraude, disponibilidad y satisfacción, junto con actas, encuestas, auditorías 
y tiempos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desem-
peño; por ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos 
y alertas, asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones 
detectadas (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

El principal desafío asociado con inteligencia artificial aplicada a 
las finanzas es la opacidad algorítmica, la exclusión digital, la dependencia 
tecnológica y la exposición cibernética. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer inteligencia artificial aplicada a las finanzas, la coo-
perativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras gra-
duales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (National 
Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

 

7.2.2. Análisis predictivo y evaluación inteligente del crédito 

Desde una perspectiva estratégica, análisis predictivo y evaluación 
inteligente del crédito constituye una dimensión de la modernización de pro-
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cesos y servicios mediante datos, automatización e inteligencia artificial 
responsable. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos 
y la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Aldasoro et al., 2024). 

El funcionamiento de análisis predictivo y evaluación inteligente del 
crédito depende de la coordinación entre consejos, gerencia, tecnología, ries-
gos, cumplimiento, proveedores y socios. Cada participante aporta informa-
ción, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales 
claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y 
controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (World Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

La aplicación de análisis predictivo y evaluación inteligente del cré-
dito debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En 
Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dispo-
siciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al con-
vertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables 
y capacidades institucionales (Vuković et al., 2025). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse adopción digital, tiempos de respuesta, costo por transacción, 
fraude, disponibilidad y satisfacción, junto con actas, encuestas, auditorías 
y tiempos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desem-
peño; por ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos 
y alertas, asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones 
detectadas (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

El principal desafío asociado con análisis predictivo y evaluación in-
teligente del crédito es la opacidad algorítmica, la exclusión digital, la de-
pendencia tecnológica y la exposición cibernética. Puede materializarse 
mediante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer análisis predictivo y evaluación inteligente del cré-
dito, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y me-
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joras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, respon-
sables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada 
intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando 
sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (Alda-
soro et al., 2024). 

 

7.2.3. Gestión del riesgo, fraude y ciberseguridad 

En el contexto ecuatoriano, gestión del riesgo, fraude y ciberseguri-
dad constituye una dimensión de la modernización de procesos y servicios 
mediante datos, automatización e inteligencia artificial responsable. Orienta 
la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y la protección del 
interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en decisiones cohe-
rentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera y las necesida-
des de los socios, mediante una lectura económica, social y organizacional 
(Aldasoro et al., 2024). 

El funcionamiento de gestión del riesgo, fraude y ciberseguridad de-
pende de la coordinación entre consejos, gerencia, tecnología, riesgos, cum-
plimiento, proveedores y socios. Cada participante aporta información, 
autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y canales claros. 
Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, ejecuta y con-
trola; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva la res-
ponsabilidad conjunta (World Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

La aplicación de gestión del riesgo, fraude y ciberseguridad debe 
adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. En Ecuador, 
la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las disposiciones de 
la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al convertir esos re-
querimientos en políticas comprensibles, rutinas verificables y capacidades 
institucionales (Vuković et al., 2025). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse adopción digital, tiempos de respuesta, costo por transacción, 
fraude, disponibilidad y satisfacción, junto con actas, encuestas, auditorías 
y tiempos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desem-
peño; por ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos 
y alertas, asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones 
detectadas (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 
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El principal desafío asociado con gestión del riesgo, fraude y ciber-
seguridad es la opacidad algorítmica, la exclusión digital, la dependencia 
tecnológica y la exposición cibernética. Puede materializarse mediante in-
centivos contradictorios, información incompleta o controles tardíos. La res-
puesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer tolerancias, 
documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evitando que la 
formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad derive en dis-
crecionalidad. 

Para fortalecer gestión del riesgo, fraude y ciberseguridad, la coo-
perativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y mejoras gra-
duales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, responsables 
definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. Cada inter-
vención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, considerando sus 
efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso (World 
Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

 

7.2.4. Personalización, inclusión financiera y experiencia digital 

Para la gestión institucional, personalización, inclusión financiera y 
experiencia digital constituye una dimensión de la modernización de proce-
sos y servicios mediante datos, automatización e inteligencia artificial res-
ponsable. Orienta la asignación de responsabilidades, el uso de recursos y 
la protección del interés colectivo. Su valor aparece cuando se traduce en 
decisiones coherentes con la identidad cooperativa, la regulación financiera 
y las necesidades de los socios, mediante una lectura económica, social y 
organizacional (Aldasoro et al., 2024). 

El funcionamiento de personalización, inclusión financiera y expe-
riencia digital depende de la coordinación entre consejos, gerencia, tecnolo-
gía, riesgos, cumplimiento, proveedores y socios. Cada participante aporta 
información, autoridad o capacidad de ejecución, pero requiere límites y ca-
nales claros. Una arquitectura adecuada define quién propone, aprueba, eje-
cuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la trazabilidad y preserva 
la responsabilidad conjunta (World Council of Credit Unions [WOCCU], 2024). 

La aplicación de personalización, inclusión financiera y experiencia 
digital debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de riesgo de la entidad. 
En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y Financiero y las dis-
posiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madurez se alcanza al 
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convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, rutinas verifica-
bles y capacidades institucionales (Vuković et al., 2025). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse adopción digital, tiempos de respuesta, costo por transacción, 
fraude, disponibilidad y satisfacción, junto con actas, encuestas, auditorías 
y tiempos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desem-
peño; por ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos 
y alertas, asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones 
detectadas (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

El principal desafío asociado con personalización, inclusión finan-
ciera y experiencia digital es la opacidad algorítmica, la exclusión digital, la 
dependencia tecnológica y la exposición cibernética. Puede materializarse 
mediante incentivos contradictorios, información incompleta o controles 
tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incertidumbre, establecer to-
lerancias, documentar supuestos y aplicar controles proporcionales, evi-
tando que la formalidad sustituya el juicio profesional o que la flexibilidad 
derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer personalización, inclusión financiera y experiencia 
digital, la cooperativa debe establecer una línea base, objetivos medibles y 
mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos confiables, res-
ponsables definidos, participación y reportes a los órganos de gobierno. 
Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, conside-
rando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor acceso 
(Vuković et al., 2025). 

 

7.2.5. Ética algorítmica, privacidad, gobernanza de datos y sostenibil-
idad tecnológica 

La evidencia especializada permite sostener que ética algorítmica, 
privacidad, gobernanza de datos y sostenibilidad tecnológica constituye una 
dimensión de la modernización de procesos y servicios mediante datos, au-
tomatización e inteligencia artificial responsable. Orienta la asignación de res-
ponsabilidades, el uso de recursos y la protección del interés colectivo. Su 
valor aparece cuando se traduce en decisiones coherentes con la identidad 
cooperativa, la regulación financiera y las necesidades de los socios, me-
diante una lectura económica, social y organizacional (Aldasoro et al., 2024). 
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El funcionamiento de ética algorítmica, privacidad, gobernanza de 
datos y sostenibilidad tecnológica depende de la coordinación entre conse-
jos, gerencia, tecnología, riesgos, cumplimiento, proveedores y socios. Cada 
participante aporta información, autoridad o capacidad de ejecución, pero 
requiere límites y canales claros. Una arquitectura adecuada define quién 
propone, aprueba, ejecuta y controla; así reduce superposiciones, mejora la 
trazabilidad y preserva la responsabilidad conjunta (World Council of Credit 
Unions [WOCCU], 2024). 

La aplicación de ética algorítmica, privacidad, gobernanza de datos 
y sostenibilidad tecnológica debe adaptarse al tamaño, territorio y perfil de 
riesgo de la entidad. En Ecuador, la LOEPS, el Código Orgánico Monetario y 
Financiero y las disposiciones de la SEPS proporcionan el marco. La madu-
rez se alcanza al convertir esos requerimientos en políticas comprensibles, 
rutinas verificables y capacidades institucionales (Vuković et al., 2025). 

Su evaluación combina evidencia cuantitativa y cualitativa. Pueden 
observarse adopción digital, tiempos de respuesta, costo por transacción, 
fraude, disponibilidad y satisfacción, junto con actas, encuestas, auditorías 
y tiempos de proceso. Ningún indicador aislado demuestra buen desem-
peño; por ello, el seguimiento debe comparar metas, tendencias, segmentos 
y alertas, asignando responsables y fechas para corregir las desviaciones 
detectadas (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023). 

El principal desafío asociado con ética algorítmica, privacidad, go-
bernanza de datos y sostenibilidad tecnológica es la opacidad algorítmica, 
la exclusión digital, la dependencia tecnológica y la exposición cibernética. 
Puede materializarse mediante incentivos contradictorios, información in-
completa o controles tardíos. La respuesta consiste en reconocer la incer-
tidumbre, establecer tolerancias, documentar supuestos y aplicar controles 
proporcionales, evitando que la formalidad sustituya el juicio profesional o 
que la flexibilidad derive en discrecionalidad. 

Para fortalecer ética algorítmica, privacidad, gobernanza de datos y 
sostenibilidad tecnológica, la cooperativa debe establecer una línea base, ob-
jetivos medibles y mejoras graduales. Conviene integrar capacitación, datos 
confiables, responsables definidos, participación y reportes a los órganos de 
gobierno. Cada intervención debe probarse y ajustarse antes de ampliarse, 
considerando sus efectos sobre socios vulnerables y territorios con menor 
acceso (National Institute of Standards and Technology [NIST], 2023).



´



8.1. Factores organizacionales asociados a la rotación y per-
manencia laboral 

8.1.1. Rotación de personal como indicador de estabilidad organizacional 

La rotación de personal constituye uno de los indicadores más re-
levantes para evaluar la estabilidad interna de una organización, debido a 
que refleja la capacidad institucional para conservar el talento humano ne-
cesario para desarrollar sus operaciones. No debe interpretarse únicamente 
como el número de trabajadores que ingresan o abandonan una entidad du-
rante determinado periodo, sino como una manifestación de las condicio-
nes bajo las cuales las personas desarrollan sus actividades laborales. La 
literatura contemporánea plantea que la intención de abandonar una orga-
nización precede con frecuencia a la salida efectiva y se encuentra relacio-
nada con satisfacción laboral, compromiso, apoyo institucional y 
condiciones del entorno organizacional (Hom, 2020).  

Desde la perspectiva de la gestión estratégica, la estabilidad del per-
sonal resulta particularmente importante porque las organizaciones acu-
mulan conocimiento, experiencias, rutinas y capacidades mediante la 
permanencia de sus trabajadores. Cuando se producen salidas recurrentes, 
parte de ese conocimiento se pierde y deben destinarse nuevos recursos a 
procesos de reclutamiento, selección, inducción y capacitación.  

De Winne et al. (2021) relacionan la rotación y su volatilidad con 
modificaciones en la productividad laboral, mostrando que el fenómeno 
posee consecuencias que trascienden al trabajador individual. En el ámbito 
de las cooperativas de ahorro y crédito, esta reflexión resulta especialmente 
pertinente debido a la importancia que poseen la continuidad del servicio, 
el conocimiento de los socios y la experiencia acumulada en las operacio-
nes financieras. 

Por esta razón, una cooperativa puede incorporar la rotación laboral 
dentro de su sistema de indicadores estratégicos, junto con variables finan-
cieras, operativas y de calidad de servicio. La estabilidad de la plantilla no 
significa impedir toda movilidad, ya que determinados niveles de renovación 
pueden contribuir a incorporar conocimientos y competencias nuevas. El 
problema surge cuando las salidas se vuelven frecuentes, inesperadas o se 
concentran en áreas críticas de la organización.  
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Hausknecht y Trevor (2020) advierten que la rotación colectiva 
puede afectar el desempeño de grupos, unidades y organizaciones debido 
a las interrupciones que genera sobre las dinámicas previamente consoli-
dadas. En consecuencia, analizar las razones que explican la permanencia 
y el abandono permite anticipar problemas organizacionales antes de que 
produzcan consecuencias de mayor alcance.  

 

8.1.2. Liderazgo, apoyo institucional y permanencia del talento humano 

El liderazgo constituye uno de los factores organizacionales con 
mayor capacidad para influir sobre la experiencia cotidiana del trabajador. 
Las personas no solamente evalúan las características formales de su 
puesto, sino también la manera en que son orientadas, acompañadas y re-
conocidas por quienes ejercen funciones de dirección. Un liderazgo que 
ofrece claridad, apoyo y coherencia contribuye a construir identificación ins-
titucional y compromiso con los objetivos de la organización.  

Buil et al. (2020) relacionan el liderazgo transformacional con la 
identificación, el engagement y el desempeño del trabajador, elementos que 
pueden contribuir indirectamente a fortalecer la permanencia laboral. Por 
el contrario, estilos directivos caracterizados por la distancia, la falta de 
apoyo o la comunicación deficiente pueden debilitar progresivamente el vín-
culo entre la persona y la institución. 

En las cooperativas de ahorro y crédito, el liderazgo posee además 
una dimensión estratégica porque los responsables de agencias, áreas ope-
rativas y departamentos financieros deben combinar el cumplimiento de 
metas con la conservación de relaciones laborales saludables. La presión 
por alcanzar objetivos de colocación, captación, recuperación de cartera o 
atención al socio puede generar tensiones cuando no existe una conducción 
adecuada.  

El trabajador necesita percibir que dispone de acompañamiento 
frente a las dificultades y que su supervisor comprende las demandas aso-
ciadas a su puesto. Ribeiro et al. (2021) resaltan la relevancia del liderazgo 
y del compromiso afectivo dentro de las relaciones organizacionales, refor-
zando la idea de que la conducción del personal puede influir en la disposi-
ción de las personas hacia la institución. 
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El apoyo institucional complementa el papel del liderazgo directo. 
El trabajador puede mantener una relación favorable con su supervisor, pero 
experimentar insatisfacción si considera que la institución en su conjunto 
no proporciona recursos, oportunidades o reconocimiento. Por ello, la re-
tención requiere coherencia entre el comportamiento de los líderes y las po-
líticas generales de gestión humana.  

La seguridad psicológica también adquiere importancia, pues faci-
lita que las personas expresen opiniones, planteen problemas y reconozcan 
errores sin temor a consecuencias desproporcionadas. Edmondson y Lei 
(2020) sostienen que la seguridad psicológica constituye un elemento rele-
vante para las relaciones interpersonales y el aprendizaje organizacional. 
Un liderazgo cercano, acompañado de apoyo institucional, puede conver-
tirse así en una barrera preventiva frente a la intención de abandonar la or-
ganización.  

 

8.1.3. Justicia organizacional, reconocimiento y satisfacción laboral 

La percepción de justicia organizacional influye significativamente 
en la valoración que el trabajador realiza de su relación con la institución. 
Una persona puede recibir una remuneración considerada adecuada y, al 
mismo tiempo, experimentar insatisfacción cuando percibe desigualdad en 
promociones, asignación de responsabilidades, reconocimiento, evaluacio-
nes o acceso a oportunidades.  

Colquitt et al. (2021) destacan la importancia de la justicia en la ex-
plicación de diferentes comportamientos dentro de las organizaciones. En 
este sentido, las decisiones administrativas adquieren una dimensión psi-
cológica: no basta con que una determinada decisión sea formalmente co-
rrecta, sino que debe ser percibida como coherente, transparente y 
razonablemente equitativa por quienes se encuentran involucrados. 

El reconocimiento constituye otro componente relevante para for-
talecer la permanencia laboral. Los trabajadores necesitan identificar que 
su esfuerzo genera resultados apreciados por la organización y que su con-
tribución no pasa inadvertida. Kuvaas et al. (2020) examinan las relaciones 
existentes entre diferentes formas de motivación y los resultados de los 
empleados, mostrando la importancia de considerar factores que van más 
allá de las recompensas exclusivamente económicas.  
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Dentro de una cooperativa de ahorro y crédito, el reconocimiento 
puede adoptar múltiples formas: retroalimentación positiva, oportunidades 
de desarrollo, participación en decisiones, valoración del servicio prestado 
al socio o reconocimiento por resultados obtenidos. Estas prácticas forta-
lecen el sentido de utilidad y pertenencia. 

La satisfacción laboral integra buena parte de estas percepciones 
y funciona como una respuesta general del individuo hacia su experiencia 
de trabajo. Judge et al. (2021) destacan que la satisfacción posee compo-
nentes cognitivos y emocionales que dependen de la valoración que la per-
sona realiza de su puesto y de su contexto laboral. Por esta razón, una 
política de retención no debe reducirse exclusivamente a mejorar salarios.  

También debe considerar relaciones laborales, equidad, reconoci-
miento, autonomía y posibilidades reales de desarrollo. En el contexto coo-
perativo, un trabajador satisfecho puede desarrollar una mayor disposición 
para involucrarse con los objetivos económicos y sociales de la institución, 
mientras que la acumulación de experiencias percibidas como injustas 
puede alimentar progresivamente la intención de buscar otras oportunida-
des laborales.  

 

8.1.4. Comunicación interna, autonomía y seguridad psicológica 

La comunicación interna constituye uno de los mecanismos me-
diante los cuales la organización reduce la incertidumbre y proporciona sen-
tido a las actividades desarrolladas por sus miembros. Las personas 
requieren información clara acerca de objetivos, responsabilidades, cam-
bios institucionales, decisiones administrativas y expectativas de desem-
peño. Cuando esa información no circula oportunamente, pueden aparecer 
rumores, ambigüedad y desconfianza. Men y Yue (2021) relacionan la co-
municación interna y el liderazgo con la creación de una cultura emocional 
positiva. En consecuencia, comunicar no significa solamente transmitir ins-
trucciones, sino facilitar comprensión, confianza y participación dentro de 
la organización. 

La autonomía laboral complementa este proceso porque permite al 
trabajador ejercer determinado grado de control sobre la manera en que de-
sarrolla sus responsabilidades. Deci et al. (2020), desde la teoría de la au-
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todeterminación aplicada a las organizaciones, destacan la importancia de 
condiciones que favorezcan motivación y autorregulación.  

La autonomía no supone eliminar procedimientos o controles, par-
ticularmente en instituciones financieras sometidas a regulación, sino evitar 
una supervisión excesivamente restrictiva cuando la tarea puede desarro-
llarse con responsabilidad profesional. En una cooperativa de ahorro y cré-
dito, esto implica establecer límites claros y simultáneamente reconocer las 
competencias del trabajador para resolver situaciones, atender al socio o 
proponer mejoras dentro de su ámbito funcional. 

La autonomía debe desarrollarse dentro de un ambiente de seguri-
dad psicológica. Edmondson y Lei (2020) explican que las personas parti-
cipan con mayor libertad cuando consideran que pueden expresar 
preocupaciones o plantear ideas sin exponerse innecesariamente. Asi-
mismo, la confianza organizacional depende de la transparencia y previsi-
bilidad que los trabajadores perciben en las decisiones institucionales (Dirks 
et al., 2021).  

Para una cooperativa, esta combinación de comunicación, autono-
mía y confianza puede fortalecer el aprendizaje interno y facilitar la identifi-
cación temprana de dificultades operativas. De este modo, el trabajador deja 
de sentirse únicamente ejecutor de procedimientos y puede percibirse como 
participante activo en el funcionamiento y mejoramiento de la institución.  

 

8.1.5. Desarrollo profesional, bienestar y equilibrio entre vida laboral y 
personal 

Las posibilidades de aprendizaje y desarrollo profesional constitu-
yen una dimensión importante de la relación que las personas establecen 
con una organización. Los trabajadores evalúan no solamente las condicio-
nes actuales de su empleo, sino también las posibilidades de crecimiento 
que pueden alcanzar permaneciendo en la institución.  

Cuando no existen alternativas de capacitación, promoción o ad-
quisición de nuevas competencias, puede aparecer una percepción de es-
tancamiento que favorezca la búsqueda de oportunidades externas. Por 
ello, la formación debe concebirse como inversión estratégica en capital hu-
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mano y no únicamente como requisito administrativo. En las cooperativas 
de ahorro y crédito, esta formación puede abarcar aspectos financieros, re-
gulatorios, tecnológicos, de servicio, liderazgo y gestión de riesgos. 

El bienestar laboral también depende de la capacidad institucional 
para gestionar las demandas del trabajo. Las jornadas extensas, la presión 
constante por resultados o la acumulación de responsabilidades pueden 
producir agotamiento cuando no existen recursos suficientes para respon-
der a ellas.  

Sonnentag y Fritz (2021) destacan la relevancia de los procesos de 
recuperación frente al estrés laboral, mientras que Scanlan y Still (2020) re-
lacionan burnout, satisfacción, demandas laborales, recursos y la intención 
de rotación. Esto implica que una organización sostenible debe analizar no 
solamente cuánto produce un trabajador, sino las condiciones bajo las cua-
les alcanza esos resultados y las consecuencias que el esfuerzo prolongado 
puede generar. 

La conciliación entre las responsabilidades laborales y personales 
ha adquirido igualmente una importancia creciente dentro de la gestión del 
talento humano. Allen et al. (2021) analizan modalidades como el teletra-
bajo dentro de la discusión contemporánea sobre organización del trabajo, 
mientras que Jiang y Lavaysse (2022) muestran la relevancia de la insegu-
ridad laboral como factor psicológico. En consecuencia, bienestar, flexibili-
dad razonable y percepción de estabilidad pueden contribuir conjuntamente 
a fortalecer el vínculo con la organización. En las cooperativas, implementar 
políticas de bienestar no debería interpretarse como una concesión ajena a 
los resultados financieros, sino como una estrategia para conservar cono-
cimiento institucional, disminuir reemplazos frecuentes y sostener la capa-
cidad operativa en el largo plazo.  

 

8.2. Clima organizacional, retención del talento y consecuen-
cias de la rotación 

8.2.1. Clima organizacional y compromiso afectivo del trabajador 

El clima organizacional se refiere a las percepciones compartidas 
que construyen los trabajadores acerca de las condiciones en las que de-
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sarrollan sus actividades. Dichas percepciones comprenden liderazgo, co-
municación, relaciones interpersonales, apoyo institucional, justicia, orga-
nización del trabajo y otros elementos presentes en la experiencia cotidiana. 
Ingsih et al. (2021) analizan la relación entre clima organizacional, satisfac-
ción, compromiso y desempeño, mostrando que estas variables se encuen-
tran estrechamente vinculadas. Por esta razón, el clima no debe concebirse 
únicamente como una apreciación subjetiva del ambiente, sino como una 
dimensión organizacional capaz de influir en comportamientos relevantes 
para el funcionamiento institucional. 

Uno de los mecanismos mediante los cuales el clima puede favo-
recer la permanencia es el compromiso afectivo. Este representa el vínculo 
emocional desarrollado por el trabajador hacia la organización y la identifi-
cación con sus objetivos. Wang et al. (2021) relacionan directamente clima 
organizacional, satisfacción, compromiso e intención de rotación, desta-
cando el papel mediador del compromiso organizacional.  

Cuando las condiciones de trabajo son valoradas positivamente, la 
persona puede desarrollar mayor identificación con la institución; cuando 
predominan experiencias de incertidumbre, injusticia o escaso apoyo, ese 
vínculo tiende a debilitarse. La permanencia laboral, por tanto, no depende 
exclusivamente de la disponibilidad de alternativas externas, sino también 
de la relación psicológica construida con la organización. 

Este razonamiento adquiere especial importancia en organizacio-
nes cooperativas, donde existe una identidad institucional fundamentada 
en valores y objetivos que trascienden la rentabilidad inmediata. El trabaja-
dor puede desarrollar un mayor compromiso cuando comprende de qué ma-
nera sus funciones contribuyen al servicio a los socios, la inclusión 
financiera o el desarrollo de la comunidad.  

La identificación organizacional puede reforzar esa conexión al con-
vertir los valores institucionales en referentes compartidos. He et al. (2021) 
relacionan justicia procedimental, confianza e identificación del trabajador. 
De esta forma, fortalecer el clima organizacional puede facilitar que la iden-
tidad cooperativa sea experimentada también por quienes trabajan dentro 
de la institución y no únicamente comunicada hacia los socios.  
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8.2.2. Satisfacción laboral y apoyo del supervisor como factores de re-
tención 

La satisfacción laboral ocupa una posición central en la explicación 
de la permanencia porque representa la evaluación general que realiza una 
persona acerca de su trabajo. Esta evaluación incorpora experiencias rela-
cionadas con funciones, reconocimiento, compañeros, liderazgo, oportuni-
dades y condiciones institucionales. Judge et al. (2021) señalan que la 
satisfacción laboral constituye un fenómeno complejo relacionado con múl-
tiples características de la experiencia organizacional. Cuando esas expe-
riencias se acumulan favorablemente, disminuye la necesidad percibida de 
buscar alternativas externas. En cambio, la insatisfacción sostenida puede 
convertir la búsqueda de otro empleo en una estrategia de respuesta frente 
a un entorno considerado poco favorable. 

El supervisor desempeña un papel determinante en este proceso 
debido a que constituye uno de los principales representantes de la organi-
zación en la experiencia diaria del trabajador. Su comportamiento influye en 
la distribución de tareas, reconocimiento, resolución de dificultades y dis-
ponibilidad de apoyo. Ribeiro et al. (2021) destacan la relación entre lide-
razgo y compromiso afectivo, mientras que el artículo base identifica el 
apoyo percibido como uno de los elementos relacionados con la permanen-
cia. En una cooperativa, el supervisor necesita equilibrar control, cumpli-
miento de procedimientos y acompañamiento humano, particularmente en 
áreas sometidas a presión operativa o contacto permanente con socios y 
usuarios. 

La ausencia de apoyo puede resultar especialmente problemática 
cuando coincide con altas demandas laborales. Scanlan y Still (2020) en-
contraron relaciones entre burnout, intención de rotación, satisfacción la-
boral, demandas y recursos de trabajo. Esto evidencia que la retención no 
puede gestionarse exclusivamente mediante incentivos posteriores a la apa-
rición de una intención de renuncia. Es preferible actuar preventivamente 
sobre el entorno laboral. Una cooperativa que detecta sistemáticamente ni-
veles de satisfacción, condiciones de estrés y calidad del liderazgo dispone 
de información que puede utilizar para implementar intervenciones antes 
de que el descontento se traduzca en salidas efectivas.  
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8.2.3. Cohesión grupal, confianza e identificación organizacional 

La cohesión grupal representa el grado en que los miembros de un 
equipo desarrollan relaciones de colaboración, pertenencia y apoyo mutuo. 
En muchos puestos de trabajo, especialmente aquellos que requieren coor-
dinación constante, la experiencia laboral depende no solamente de la rela-
ción con la institución, sino también de los vínculos establecidos con 
compañeros.  

Hogg et al. (2020) destacan desde la teoría de la identidad social la 
relevancia de los procesos grupales y del liderazgo en la construcción de 
identidades compartidas. Equipos cohesionados pueden convertirse en 
fuentes de apoyo emocional e instrumental, ayudando a afrontar situacio-
nes exigentes y fortaleciendo la intención de permanecer. 

La confianza constituye otro elemento indispensable para consoli-
dar estos vínculos. Cuando las decisiones institucionales se perciben como 
coherentes y transparentes, disminuye la incertidumbre y resulta más sen-
cillo establecer relaciones de cooperación. Dirks et al. (2021) estudian los 
procesos relacionados con la confianza organizacional, mientras que He et 
al. (2021) vinculan justicia e identificación mediante el papel de la confianza. 
Esto significa que la confianza no aparece de manera automática: se cons-
truye mediante experiencias repetidas en las que existe correspondencia 
entre lo que la organización comunica y lo que efectivamente realiza. 

En las cooperativas de ahorro y crédito, cohesión y confianza pue-
den adquirir una importancia particular debido al carácter relacional de mu-
chos de sus servicios. Los equipos necesitan compartir información, 
coordinar procesos y responder de manera conjunta a necesidades de los 
socios. Cuando los trabajadores interiorizan los valores institucionales, la 
cooperación puede trascender el simple cumplimiento formal de funciones. 
Wang et al. (2020) relacionan liderazgo, seguridad psicológica y transferen-
cia de conocimientos, mostrando la importancia del entorno grupal para la 
colaboración. Por tanto, favorecer equipos estables y confiables puede for-
talecer simultáneamente el clima organizacional, la continuidad operativa 
y la calidad de las relaciones internas.  
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8.2.4. Consecuencias de la rotación sobre la cultura y la estabilidad 
operativa 

La rotación frecuente produce consecuencias que van más allá del 
reemplazo del trabajador que abandona la organización. Hausknecht y Trevor 
(2020) señalan que la rotación colectiva puede afectar el funcionamiento de 
grupos, unidades y organizaciones al modificar dinámicas establecidas pre-
viamente. Cada salida implica redistribuir responsabilidades, capacitar sus-
titutos y reconstruir relaciones laborales. Cuando este fenómeno se repite 
de manera continua, los equipos pueden experimentar dificultades para con-
solidar rutinas eficientes. De esta manera, la rotación deja de ser exclusiva-
mente una variable de recursos humanos para transformarse en un problema 
relacionado con la continuidad y capacidad operativa. 

Otro efecto importante se produce sobre la cohesión y la cultura 
institucional. Heavey et al. (2020) analizan causas y consecuencias de la 
rotación colectiva, mientras que Klotz y Bolino (2021) abordan la salida de 
empleados desde una perspectiva organizacional. Las relaciones interper-
sonales requieren tiempo para consolidarse y la salida frecuente de miem-
bros puede reducir la confianza acumulada. Simultáneamente, los 
trabajadores experimentados cumplen una función relevante en la trans-
misión informal de conocimientos, normas y prácticas. Por ello, la pérdida 
recurrente de personal puede dificultar la socialización de los nuevos em-
pleados y debilitar mecanismos mediante los cuales se transmite la cultura 
de una organización. 

Finalmente, la rotación también puede provocar sobrecarga y pér-
dida de conocimiento. Ployhart y Moliterno (2020) destacan la relevancia 
del capital humano como recurso organizacional, mientras que Hancock et 
al. (2022) relacionan la rotación con el desempeño institucional. Cuando 
una persona abandona un puesto, sus responsabilidades suelen ser asumi-
das temporalmente por trabajadores que permanecen, lo que incrementa 
las demandas laborales.  

Si este proceso se prolonga, puede generar estrés y alimentar nue-
vas intenciones de salida, configurándose un ciclo de rotación acumulativa. 
En una cooperativa, dicho ciclo puede afectar atención a socios, recupera-
ción de cartera, tiempos de respuesta, controles internos y otros procesos 
que necesitan estabilidad y conocimiento específico.  
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8.2.5. Estrategias de gestión del talento humano para prevenir la rotación 

La prevención de la rotación requiere un enfoque estratégico que in-
tervenga sobre las condiciones organizacionales antes de que aparezca una 
decisión definitiva de abandono. Oruh et al. (2022) vinculan las prácticas de 
gestión de recursos humanos con la retención y el engagement de los tra-
bajadores. Esto implica que la organización debe identificar cuáles son los 
factores que favorecen la permanencia de sus empleados y diseñar políticas 
consistentes con esas necesidades. Las encuestas de clima, entrevistas de 
permanencia, evaluación del liderazgo y análisis sistemático de causas de 
salida pueden proporcionar información para orientar decisiones preventivas 
y no solamente reaccionar cuando la renuncia ya se ha producido. 

La construcción de un clima positivo constituye una de las princi-
pales estrategias de retención. La comunicación interna, el reconocimiento, 
el liderazgo participativo y las oportunidades de desarrollo deben encon-
trarse articulados dentro de una política institucional coherente. Men y Yue 
(2021) muestran la importancia de comunicación y liderazgo para la cultura 
emocional, mientras que Buil et al. (2020) destacan el papel del liderazgo 
transformacional en variables vinculadas con identificación y engagement. 
En las cooperativas, estas políticas pueden complementarse con programas 
de formación, planes de carrera, reconocimiento del desempeño, espacios 
participativos y mecanismos claros para resolver dificultades laborales. 

La retención sostenible también necesita incorporar el bienestar 
como criterio de gestión. Sonnentag y Fritz (2021) resaltan la necesidad de 
recuperación frente al estrés y Allen et al. (2021) analizan transformaciones 
en la organización contemporánea del trabajo. Esto invita a superar enfo-
ques que conciben al trabajador únicamente como un recurso productivo y 
considerar la sostenibilidad de su desempeño en el tiempo.  

La finalidad no es eliminar completamente la rotación, sino evitar 
aquella generada por condiciones institucionales prevenibles. Así, una coo-
perativa que promueve bienestar, reconocimiento, comunicación efectiva, 
liderazgo participativo y oportunidades de crecimiento puede mejorar simul-
táneamente la permanencia del talento humano y la continuidad de sus ope-
raciones. El artículo base concluye precisamente que la gestión del talento 
debe enfocarse en mantener un clima saludable como mecanismo funda-
mental de retención.
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CONCLUSIONES 

 

La gestión estratégica de las cooperativas de ahorro y crédito exige 

integrar desempeño financiero e identidad democrática. La gobernanza 

aporta el marco para que las decisiones sean legítimas, trazables y cohe-

rentes con el interés de los socios. Su calidad se expresa en la capacidad 

de prevenir conflictos, supervisar riesgos, profesionalizar la dirección y sos-

tener canales de participación que influyan realmente en las prioridades ins-

titucionales. 

El capital reputacional surge de la coherencia acumulada entre lo 

que la cooperativa declara y lo que hace. Transparencia, rendición de cuen-

tas, protección al usuario, responsabilidad social y atención de reclamos 

constituyen evidencias concretas de esa coherencia. La reputación forta-

lece la fidelidad y la resiliencia, pero no puede administrarse únicamente 

mediante comunicación: depende de prácticas verificables y de la confianza 

que producen en cada grupo de interés. 

El liderazgo estratégico debe traducir el propósito en objetivos, re-

cursos, capacidades y aprendizaje. Los resultados financieros mejoran de 

manera sostenible cuando la dirección evita el cortoplacismo, conecta las 

decisiones con el riesgo y desarrolla equipos capaces de ejecutar. La eva-

luación del liderazgo, por tanto, no debe concentrarse en rasgos personales, 

sino en la calidad de las decisiones, la cultura generada y la continuidad ins-

titucional que deja como resultado. 

La eficiencia productiva requiere una interpretación compatible con 

la misión cooperativa. Reducir costos puede ser necesario, pero no es sufi-
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ciente si deteriora la calidad, la inclusión o la seguridad. Los indicadores de 

eficiencia deben contextualizarse según escala, territorio y perfil de socios, 

y complementarse con análisis de calidad de cartera, tiempos de servicio, 

productividad, accesibilidad e impacto social. 

La optimización del margen de intermediación puede fortalecer la 

toma de decisiones cuando sus modelos representan adecuadamente las 

restricciones del balance. Captación, colocación, liquidez y riesgo forman 

un conjunto interdependiente. Los escenarios cuantitativos deben some-

terse a pruebas de sensibilidad, validación y supervisión humana, evitando 

que una solución matemáticamente óptima produzca resultados institucio-

nalmente frágiles o socialmente inconvenientes. 

Las decisiones financieras de los socios se encuentran influidas por 

emociones, sesgos, hábitos y condiciones estructurales. Esta comprensión 

obliga a diseñar productos transparentes y mecanismos de apoyo que pro-

muevan autocontrol, ahorro y endeudamiento responsable. La educación fi-

nanciera será más efectiva cuando se vincule con decisiones reales, 

recordatorios oportunos, presupuestos simples y asesoría, sin culpabilizar 

a quienes enfrentan ingresos inestables o restricciones de acceso. 

La transformación digital y la inteligencia artificial deben avanzar 

bajo criterios de utilidad, proporcionalidad y responsabilidad. Los beneficios 

de automatización y análisis predictivo solo serán sostenibles si existen ca-

lidad de datos, privacidad, ciberseguridad, explicabilidad y mecanismos de 

reclamación. La inclusión digital también exige mantener alternativas y 

acompañamiento para socios que no pueden utilizar plenamente los nuevos 

canales. 
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